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PRESENTACIÓN

Este es el primero de tres Cuadernos de Trabajo (CdT) que han sido elaborados con el propó-

sito de servir como soporte de las actividades de formación y capacitación para autoridades, 

funcionarios y empleados de gobiernos y administraciones municipales y subnacionales. Este 

primer Cuaderno de Trabajo constituye el “marco teórico”. 

En el Capítulo I se tratan los temas del desarrollo integral y, en particular, se presentan sus valores, 

es decir, la verdad, la libertad, la justicia y la solidaridad y, sobre esa base, sus condiciones, o sea, la 

representatividad, la rendición de cuentas, la receptividad política y la legitimidad democrática.

En el Capítulo II se analiza el paso de la prestación de los servicios urbanos a la promoción del de-

sarrollo local y, también, “la tercera ola del municipalismo”. Asimismo, se presentan los componentes 

del desarrollo local y regional: el capital físico, la actividad económica, el capital humano, el capital 

social, la gestión de recursos financieros, la transparencia, la capacidad institucional y la participa-

ción política, con sus respectivas dimensiones e indicadores propuestos. 

En el Capítulo III se conceptualiza qué son las políticas para el desarrollo local y regional. Se analiza 

el Estado como responsable principal y, a su vez, la sociedad como primera finalidad y partícipe ne-

cesaria. Particularmente se desarrollan seis relaciones: 1) entre planeamiento estratégico y políticas 

de Estado; 2) entre planes, programas o proyectos y actividades; 3) entre gobierno y administración 

pública; 4) entre necesidades, demandas y problemas; 5) entre sociedad, Estado y mercado; y 6) en-

tre persona humana y sociedad. 

Cuaderno de Trabajo Nº 1

Fuente: elaboración propia

Marco teórico

Desarrollo  
integral

Desarrollo local  
y regional

Nuevo  
municipalismo

Políticas públicas
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Como se dijo, este primer Cuaderno de Trabajo constituye el “marco teórico”, mientras que los Cua-

dernos Nº 2 y Nº 3 configuran el “modelo metodológico” que se propone con el fin de analizar y dise-

ñar, por una parte, y de gestionar y evaluar las políticas públicas que busquen el desarrollo integral a 

escala local y regional, por la otra.

Cuadernos de Trabajo Nº 2 y 3

Fuente: elaboración propia

En el Cuaderno de Trabajo Nº 2 se tratará el “modelo relacional” (Graglia, 2004) de análisis y dise-

ño de políticas para el desarrollo local y regional. Según dicho modelo, el análisis y el diseño anti-

cipan y configura la gestión. A su vez, el diseño consta de dos fases principales: 1) el diagnóstico 

y 2) la decisión.

En cuanto al análisis, en el Capítulo I se plantearán los cuatro pasos a seguir por los analistas en 

consulta con los actores políticos: 1) la identificación de necesidades y problemas; 2) el inventario 

de planes, programas o proyectos existentes; 3) la detección de los “sobrantes” y “faltantes”; y 4) la 

formulación de críticas y recomendaciones.

Respecto del diagnóstico, en el Capítulo II se plantearán las cuatro fases a seguir por el equipo de 

diagnóstico en consulta con los actores políticos y sociales: 1) enumerar y jerarquizar las necesidades 

locales y regionales; 2) enumerar y priorizar los problemas locales y regionales; 3) enumerar las alter-

nativas; y 4) seleccionar las posibles. 

Asimismo, con respecto a la decisión, en el Capítulo III se plantearán cuatro las fases a seguir por 

los decisores (gobernantes) en consulta con el equipo de planeamiento: 1) valorar los criterios 

de diagnóstico; 2) determinar la agenda gubernamental; 3) planear los objetivos; y 4) planear 

las actividades a gestionar. 

Análisis

Gestión

Diseño

Evaluación

Diagnóstico

Dirección

Decisión

Difusión

Modelo  
metodológico
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Al final de los Capítulos II y III se analizarán los supuestos del diseño democrático de políticas para 
el desarrollo local y regional. En particular, se considerarán dos: 1) la participación sectorial y ciu-

dadana en el diagnóstico y 2) la representatividad gubernamental en la decisión.

En este Cuaderno de Trabajo Nº 3 se tratará el “modelo relacional” (Graglia, 2004) de gestión y eva-

luación de políticas para el desarrollo local y regional. Según dicho modelo, la gestión y la evaluación 

realizan y perfeccionan el diseño. A su vez, la gestión consta de dos fases principales: 1) la dirección 

y 2) la difusión.

Respecto de la dirección, en el Capítulo I se plantearán las cuatro fases a seguir por los gobernantes 

y administradores públicos con el apoyo de los analistas: 1) implantar social y legalmente los planes, 

programas y proyectos decididos; 2) operar los planes, programas y proyectos decididos; 3) analizar 

lo ejecutado; y 4) corregir la ejecución. 

Asimismo, con respecto a la difusión, en el Capítulo II se plantearán las cuatro fases a seguir por los 

gobernantes y administradores públicos con el apoyo de los analistas: 1) informar las actividades 

planificadas y/o ejecutadas; 2) divulgar las actividades planificadas y/o ejecutadas; 3) analizar lo co-

municado; y 4) corregir la comunicación. 

En cuanto a la evaluación, en el Capítulo III se plantearán los cuatro pasos a seguir por los evaluado-

res en consulta con los actores políticos y sociales: 1) la medición del impacto deseado, 2) la medi-

ción del impacto logrado, 3) la comparación de los impactos (deseado y logrado); y 4) la formulación 

de críticas y recomendaciones.

Al final, en los Capítulos II y III, se analizarán los supuestos de la gestión democrática de políticas 
para el desarrollo local y regional. En particular se considerarán dos: 1) la productividad y 2) la 

transparencia en la dirección y la difusión de los planes, programas y proyectos, y de las actividades 

gubernamentales y administrativas.
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CAPÍTULO I:

DESARROLLO INTEGRAL

1. Los valores del desarrollo integral

Las políticas públicas deben orientarse a alcanzar una calidad de vida deseada como bien común. Si 

no lo hacen, los planes (programas y proyectos) y las actividades estatales (del gobierno y la admi-

nistración pública) no merecen llamarse “políticas públicas” (Graglia, 2012). 

Según el humanismo cristiano, el bien común “no consiste en la simple suma de los bienes particu-

lares de cada uno de los sujetos del cuerpo social. Siendo de todos y de cada uno es y permanece 

común, porque es indivisible y porque sólo juntos es posible alcanzarlo, acrecentarlo y custodiarlo, 

también en vistas al futuro” (CDSI, 2005:115).

Sobre esa base, siempre de acuerdo con el humanismo cristiano, una sociedad que quiere positi-

vamente estar al servicio del ser humano “es aquella que se propone como meta prioritaria el bien 

común, en cuanto bien de todos los hombres y de todo el hombre” (CDSI, 2005:115).

El bien común no es la simple suma de los bienes particulares, sino el bien de todos los hombres y de 

todo el hombre. Desde un punto de vista teórico, no hay dudas con respecto al discurso. Pero desde 

un punto de vista práctico, nos preguntamos: ¿cómo lo reconocemos en los hechos? 

Según la Conferencia Episcopal Argentina (CEA), el bien común es el conjunto de valores y condi-

ciones que posibilitan el desarrollo integral del hombre en la sociedad, incluido su desarrollo espi-

ritual. “El bien común es por ello el humus de una nación. Desde allí ella germina y se reconstruye” 

(CEA, 2005: Nº 7). 

 El bien común de una nación “es un bien superior, anterior a todos los bienes particulares o sectoria-

les”, y su construcción “se verifica en la promoción y defensa de los miembros más débiles y despro-

tegidos de la comunidad” (CEA, 2005: Nº 7). De esa manera lo reconocemos.

Consecuentemente, la búsqueda del bien común es la búsqueda del desarrollo integral (Bergoglio, 

2011). De esa manera, diseñar y gestionar políticas con el fin del bien común supone la formulación 

e implementación de planes (programas o proyectos) y actividades estatales que busquen el desa-

rrollo integral del hombre en la sociedad.

¿Cuáles son esos valores y esas condiciones que posibilitan el desarrollo integral del hombre en la so-

ciedad? La respuesta depende del marco teórico que se siga. De acuerdo con el nuestro, los valores 

del bien común y, consecuentemente, del desarrollo integral, son cuatro: 1) la verdad, 2) la libertad, 

3) la justicia y 4) la solidaridad (CEA, 2005).
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Valores del desarrollo integral

Fuente: elaboración propia

Posiblemente llame la atención que hablemos de valores, de la verdad, la libertad, la justicia o la 

solidaridad en relación con el desarrollo. Sencillamente, en coincidencia con Kliksberg (2008), soste-

nemos que sin valores no hay desarrollo que sea integral. Necesariamente, debemos reconciliar los 

valores provenientes de la ética con el desarrollo.

Según Kliksberg (2008), “hay una sed de ética. Vastos sectores confluyen en la necesidad de superar la 

escisión entre ética y economía que caracterizó las últimas décadas. Una economía orientada por 

la ética no aparece como un simple sueño, sino como una exigencia histórica” (2008:13). 

Sobre esa base, Kliksberg (2008) concluye con una afirmación que hacemos nuestra: “El precepto 

bíblico que ordena hacerse responsables los unos por los otros indica que frente a tanto sufrimiento 

de tantos no hay lugar a más postergaciones en este desafío decisivo” (2008:13).

El tema de los valores es esencial y, a la vez, existencial con respecto al desarrollo del hombre y de 

los hombres. Como tan claramente dijo el Consejo Episcopal Latinoamericano (2007) en Aparecida 

(Brasil), sin valores no hay futuro “y no habrá estructuras salvadoras, ya que en ellas siempre subyace 

la fragilidad humana” (CELAM, 2007:177).

Reivindicamos los valores del humanismo cristiano respecto de las políticas para el desarrollo, sa-

biendo que un mundo global requiere una ética global, común o mínima (llamada “ética civil”). 

Como enseña Joan Carrera i Carrera (2003), esta propuesta pretende encontrar unos mínimos éticos 

compartidos por todos los hombres y mujeres del mundo.

El humanismo cristiano es, primero, un humanismo y luego, un humanismo cristiano. Con diferen-

cias pero también con semejanzas respecto de otros humanismos no cristianos o no creyentes. Cla-

ramente, se puede ser humanista sin ser cristiano, pero no se puede ser cristiano sin ser humanista.

De acuerdo con Carrera i Carrera (2003), la aceptación de la ética mínima no debe suponer la disolu-

ción de la ética cristiana (que es una ética de máximos). Primero, porque “los consensos conseguidos 

serán siempre provisionales” y, segundo, porque “para la ética civil son muy importantes los consen-

sos pero también los disentimientos” (2003:255).

Verdad

Libertad

SolidaridadJusticia Valores
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 Siempre según Carrera i Carrera (2003), esa tolerancia no debe significar la claudicación de los máxi-

mos de la ética cristiana, sino la posibilidad de proseguir el diálogo. La búsqueda del bien común y, 

consecuentemente, del desarrollo integral, requiere un diálogo que encuentre esos mínimos éticos. 

1.1. El valor de la verdad

Un desarrollo integral no puede basarse en la mentira ni en la falsedad. Debe fundamentarse en la 

verdad, es decir, en la realidad de los dichos y los hechos de los actores, tanto políticos como sociales. 

El primer y principal requisito del respeto a este valor es “no mentir”, o sea, no ocultar la realidad ni 

falsearla.

Los candidatos no deben mentir en las propuestas de las campañas electorales. Los gobernantes 

no deben mentir en el ejercicio de la función pública. Los dirigentes empresariales y sindicales no 

deben mentir ni mentirse. Los habitantes y ciudadanos tampoco deben mentir ni dejarse mentir. 

La mentira es la negación de la verdad como valor. No es fácil sostener la verdad, por supuesto. Pero, 

sin dudas, más difícil es sostener la mentira. Se puede ganar una elección sin engañar a los electores. 

Se puede gobernar una sociedad sin engañar a los gobernados. 

La verdad “es un valor fundamental que desde siempre la humanidad busca ansiosa. Tiene una di-

mensión objetiva que fundamenta la actividad del hombre, posibilita el diálogo, fundamenta la so-

ciedad e ilumina sobre la moralidad de los comportamientos de los ciudadanos y de los grupos 

sociales” (CEA, 2005: Nº 27).

Se trata de la verdad “de la naturaleza del hombre, de la vida, de la familia, de la sociedad. Verdad, 

también, de los hechos acaecidos” (CEA, 2005: Nº 27). Del respeto a este valor depende la probabili-

dad o la posibilidad del diálogo tanto político como intersectorial.

El diálogo no es un fin sino un medio en la búsqueda de la verdad. El diálogo entre los actores políti-

cos (gobernantes y opositores), y entre estos y los actores sociales (dirigentes empresariales y civiles), 

implica decir la “verdad propia” y, sobre todo, escuchar las “verdades ajenas”, buscando, entre todos, 

la “verdad común”.  

Dos grandes enemigos de la verdad son “el hablar imprudente” y “el silencio imprudente”. San Gre-

gorio Magno decía al respecto: “Así como el hablar imprudente conduce al error, también el silencio 

imprudente deja en el error a los tendrían que ser instruidos” (Regla Pastoral, II, 4). 

No pocas veces la verdad (de los hechos o de los dichos) y el escándalo van juntos. Al respecto, San 

Gregorio Magno decía: “Debemos evitar el escándalo. Pero si el escándalo se produce por la verdad, 

antes que abandonar la verdad se debe permitir el escándalo” (Homilías sobre Ezequiel, VII, 5).

1.2. El valor de la libertad

Según el humanismo cristiano, el valor de la libertad “es respetado cuando a cada miembro de 

la sociedad le es permitido realizar su propia vocación personal, (…) dentro de los límites del 

bien común y del orden público y, en todos los casos, bajo el signo de la responsabilidad” 

(CDSI, 2005: 138). 
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Claramente, la libertad y la responsabilidad son el anverso y el reverso de una misma moneda. Se 

trata, pues, de una libertad responsable. Muchas veces se dice “mis derechos terminan donde em-

piezan los derechos de los otros”. No está mal, pero mejor sería decir “mis derechos empiezan donde 

terminan los derechos de los otros”.

Un desarrollo que sea integral debe asentarse en la libertad. No puede haber desarrollo sin ella. La 

libertad supone “estar libre de”, por una parte, y, por la otra, “ser libre para”, o sea, no depender de otro 

u otros y, simultáneamente, poder realizarse en lo personal y en lo social. 

La libertad en “sentido negativo o restringido” es la libertad “formal”. Las constituciones de los Esta-

dos de derecho (tanto del Estado “liberal” de derecho como del Estado “social” de derecho) aseguran 

las libertades “formales”. Un gobierno de facto niega las libertades “formales” porque prohíbe los 

derechos y las garantías constitucionales.

Por ejemplo, de acuerdo con el artículo 18 (primera parte) de la Constitución de la Nación Argenti-

na, cada uno de sus habitantes está libre de ser “penado sin juicio previo fundado en ley anterior al 

hecho del proceso”, de ser juzgado “por comisiones especiales” y de ser “sacado de los jueces desig-

nados por la ley antes del hecho de la causa”. 

La libertad “en sentido amplio o positivo” es la libertad “real”, es decir, la posibilidad de realización 

personal en la sociedad. Una persona sin acceso a la salud o la educación, la vivienda o el empleo, no 

es tan libre como otra persona con acceso a esos servicios o bienes públicos. 

La pobreza impide u obstaculiza las “libertades reales”. “La gran coartada”, en términos de Kliksberg 

(2011), alega que los pobres son responsables de su situación. Pero la pobreza no es consecuencia 

de “malas decisiones individuales”, sino de “desigualdades abismales y deficiencias fundamentales 

de organización social” (2011: 54).

La libertad “real” no va en contra de la libertad “en sentido negativo o restringido”. Al revés, la libertad 

en “sentido amplio o positivo” no puede darse sin la libertad “formal”. La posibilidad de realizarse 

personalmente en la sociedad presupone la vigencia de los derechos y las garantías del Estado de 

derecho, sin dudas.

1.3. El valor de la justicia

“La justicia social es una exigencia vinculada con la cuestión social, que hoy se manifiesta con una 

dimensión mundial; concierne a los aspectos sociales, políticos y económicos y, sobre todo, a la di-

mensión estructural de los problemas y las soluciones correspondientes” (CDSI, 2005: 139). 

Un desarrollo que sea integral debe asentarse, también, en la justicia y, más precisamente, en la “jus-

ticia social”. Tampoco puede haber desarrollo sin ella. No hablamos de la “administración de justicia” 

como un poder del Estado, sino de la justicia como un valor a conocer y reconocer en la convivencia 

social, política y económica. 

La justicia social implica concretamente la disminución de la brecha de ingresos como indicador de 

desigualdad. Decía al respecto San Gregorio Magno: “Dar lo necesario a los pobres es devolverles a 
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ellos lo debido: no es beneficencia. Es el pago de una deuda de justicia y no la satisfacción de una 

obra de misericordia”.

No puede haber justicia con un Estado injusto. Los Estados de derecho (a diferencia de los Estados 

autoritarios o totalitarios) son, por definición, legales. Pero no siempre son justos. Los Estados de 

derecho son justos cuando sus leyes respetan la dignidad humana y buscan el bien común. 

Tampoco puede haber justicia con un mercado injusto. La economía “liberal” de mercado no es justa, 

por definición.  Conforme a las leyes del mercado, los ricos pueden ser cada vez más ricos, mientras 

que los pobres son cada vez más pobres. El aumento de la desigualdad no es una falla sino una con-

secuencia de la economía “liberal” de mercado. 

Esa ha sido una de las grandes contribuciones de la economía social de mercado. Como recuerda 

Friedrum Quaas (2008), desde el punto de vista ético de la lucha por la paz social, Alfred Müller-

Armarck llamó a la economía social de mercado una “fórmula que intenta establecer un equilibrio 

racional entre los ideales de justicia, libertad y crecimiento”. 

Al mismo tiempo, la economía social de mercado “es el intento de alcanzar los objetivos públicos 

orientados hacia el bienestar común con base en un orden estable y resolver los eventuales conflic-

tos de la política económica por la vía pacífica” (Quaas, 2008: 153).

El trabajo a favor de la justicia implica “ser creativos”. En palabras del entonces cardenal Bergoglio 

(2005), es necesario “proyectar utopías” y, al mismo tiempo, “hacerse cargo de lo que hay”. “Ser crea-

tivos no es tirar por la borda todo lo que constituye la realidad actual, por más limitada, corrupta y 

desgastada que esta se presente” (2005: 78).

1.4. El valor de la solidaridad

Junto al valor de la justicia, el humanismo cristiano coloca el valor de la solidaridad “en cuanto vía pri-

vilegiada de la paz” (CDSI, 2005: 140). No puede haber desarrollo sin la solidaridad entre las personas 

y los pueblos, que nace de la caridad, y presupone y trasciende la justicia.

Como dijo Juan Pablo II en el Mensaje para la Jornada Mundial de la Paz del año 2004: “Por sí sola la 

justicia no basta. Más aún, puede llegar a negarse a sí misma si no se abre a la fuerza más profunda 

que es el amor” (CDSI, 2005: 139). Para los fines del desarrollo integral, la justicia es necesaria pero 

insuficiente. 

 En contra del positivismo dominante en las ciencias jurídicas, debemos entender que ninguna legis-

lación, ningún sistema de reglas o de estipulaciones “lograrán persuadir a hombres y pueblos a vivir 

en la unidad, en la fraternidad y en la paz; ningún argumento podrá superar el apelo de la caridad”  

(CDSI, 2005: 141). 

En la XIII Jornada de Pastoral Social (organizada por la Comisión de Pastoral Social de la Arquidiócesis 

de Buenos Aires el 16 de octubre de 2010), el entonces cardenal Bergoglio1 sostuvo que existe una ten-

dencia, cada vez más acentuada, a exaltar al individuo en contra del hombre como un ser en relación. 

1	 El discurso del cardenal Jorge M. Bergoglio sj fue publicado por la Editorial Claretiana en el año 2011, bajo el título 
“Nosotros como ciudadanos, nosotros como pueblo: hacia un bicentenario en justicia y solidaridad”. 
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“Es la primacía del individuo y sus derechos, sobre la dimensión que mira al hombre como un ser 
en relación. Es la individualización de la referencia (…). Es la primacía de la razón sobre la inteligen-
cia, ‘ratio’ sobre ‘intellectio’. Esto ha sido calificado como el nuevo individualismo contemporáneo” 
(Begoglio, 2011:29). 

El gran enemigo de la solidaridad y del compromiso consiguiente es ese individualismo asocial y 
amoral “que muchas veces tiñe el comportamiento de sectores o fragmentos de nuestra sociedad, 
que no se reconocen en un marco mayor, en un todo” (Bergoglio, 2011:30). 

Somos “ciudadanos en el seno de un pueblo”. Ciudadanos es una categoría “lógica”, mientras que 
pueblo es una categoría “histórica y mítica”. El desafío de ser ciudadano comprende vivir y explicitar-
se en dos categorías de pertenencia. “Se vive en sociedad y se depende de un pueblo”, en palabras 
de Bergoglio (2011: 32).

 Somos ciudadanos “citados al bien común”. Se trata de un proceso, de una integración, de un trabajo 
lento, arduo y muchas veces doloroso. Se trata de un “hacerse pueblo”. Ese pasaje de la primacía del 
individuo a la primacía del hombre como un ser en relación implica el recate de la solidaridad como 

uno de los valores principales.

2. Las condiciones del desarrollo integral

A la luz de esos valores (verdad, libertad, justicia y solidaridad), nos preguntamos ¿cuáles son las 
condiciones del bien común y, consecuentemente, del desarrollo integral? A diferencia de los va-
lores, las condiciones varían según las épocas y los lugares, dependiendo de las ideologías y los 
contextos (Graglia, 2012). 

Según García Delgado (2006), el desarrollo retorna al espacio público y al debate político y académi-
co tras treinta años de implementación de una verdadera revolución conservadora “que destruyó el 
contrato social bienestarista y subsumió todas las dimensiones de lo social a la lógica de la maximi-
zación del interés individual” (2006:17).

El mismo García Delgado, junto con Chojo Ortiz (2006), han observado cuatro elementos o caracte-
rísticas centrales que debe tener el nuevo modelo de desarrollo: 1) que sea sustentable, 2) equitativo, 
3) productivo y competitivo, y 4) consensual en la definición de un rumbo y visión estratégica. 

Vale como antecedente el Índice de desarrollo local para la gestión que publicamos en el año 2004 
con el apoyo de la Fundación Konrad Adenauer y que dos años después convertimos en el Índice de 
desarrollo regional para la gestión (Graglia y Riorda, 2006). 

Según ambos Índices, los componentes (o condiciones) del desarrollo local y regional son ocho: 1) 
capital físico, 2) actividad económica, 3) capital humano, 4) capital social, 5) capacidad institucional, 
6) gestión de los recursos financieros, 7) transparencia y 8) participación política. Sobre este punto 
volveremos más adelante.

Desde nuestro punto de vista, las condiciones del desarrollo democrático en general y, particular-
mente, en América Latina, pueden resumirse en dos variables principales: 1) la representación polí-
tica, que, como veremos, se compone de la representatividad, la rendición de cuentas y la receptivi-
dad, y 2) la legitimidad democrática.
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Condiciones del desarrollo integral

Fuente: elaboración propia

Uno de los elementos definitorios del concepto de representación política es su carácter multidimen-

sional. Tal cual enseña Antonia Martínez (2004), los análisis se han centrado, en gran medida, en las ca-

racterísticas de los representantes y en la existencia de mecanismos eficaces de rendición de cuentas. 

Sin embargo, cinco son las dimensiones que pueden encontrarse en el concepto de representación 

política: 1) la representación como autorización, 2) la representación como responsabilidad, 3) la 

representación descriptiva, 4) la representación simbólica y 5) la representación como actuación sus-

tantiva (Martínez, 2004).

Sobre esa base, se han distinguido tres dimensiones de la representación política, que, como se 

dijo, es una de las condiciones del desarrollo democrático junto con la legitimidad democrática: “la 

representación como ‘representatividad’, la representación como ‘rendición de cuentas’ y la ‘repre-

sentación’ como ‘receptividad’” (Martínez, 2004). 

De esa manera, una democracia es “representativa” si hay “representatividad”, “rendición de cuentas” 

y “receptividad”, es decir:

1)	 si los gobernantes son elegidos por los gobernados mediante elecciones competitivas 

(representatividad);

2)	 si los gobernados controlan las acciones y participan en las decisiones de los gobernan-

tes (rendición de cuentas); y 

3)	 si los gobiernos tienen capacidad para resolver los problemas públicos y satisfacer las 

necesidades sociales (recepcitividad).

Respecto de la legitimidad democrática, se la entiende como la convicción de que tanto el régimen 

democrático como el sistema democrático son los más convenientes y apropiados para la sociedad, 

reflejándose en el apoyo (difuso y específico) de la opinión pública (Crespo y Martínez, 2005; Mateo 

Díaz, Payne y Zovatto, 2006).

De acuerdo con el profesor Luis F. Aguilar Villanueva (2010), la cuestión acerca de “la capacidad y 

eficacia directiva de los gobiernos” se ha colocado en el centro de las disciplinas que estudian el go-

bierno y en el corazón de la preocupación ciudadana. Es el gran tema a considerar.

Representa-
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“En el pasado la ineficacia directiva de los gobiernos se atribuyó a los defectos y vicios del Sujeto go-

bierno (…). Sin embargo, en años recientes, se han resuelto razonablemente los dos problemas cró-

nicos del sujeto gobierno: la legitimidad de su cargo y de su actuación” (Aguilar Villanueva, 2010: 6-7).

Actualmente, el “sujeto gobierno” es elegido, controlado por los otros poderes públicos y los otros 

órdenes de gobierno, sometido al escrutinio ciudadano, obediente de las leyes, respetuoso de las 

libertades políticas y civiles,  abierto a la participación ciudadana, transparente y rendidor de cuentas 

(Aguilar Villanueva, 2010). 

Por lo tanto, en cuestiones de gobierno “el problema cognoscitivo y práctico se ha desplazado del 

sujeto/la institución gobierno hacia el proceso de gobierno, la gobernación, la gobernanza (Aguilar 

Villanueva, 2010: 8). En nuestros términos, de la representatividad (“sujeto gobierno”) a la rendición 

de cuentas y a la receptividad (“proceso de gobernar”).2

2.1. Representatividad

Uno de los factores de la representación política es la “representatividad” (Martínez, 2004). Por lo 

tanto, una democracia es “representativa” si los gobernantes (de los poderes ejecutivos y legislati-

vos) son elegidos por los gobernados mediante elecciones competitivas (elecciones libres, sufragio 

universal y participación plena). La “representatividad” se fundamenta en el mandato representativo, 

que a la vez presupone la organización y el funcionamiento de los partidos políticos, las plataformas 

y los sistemas electorales.3 

Según Antonia Martínez (2004), algunos de los factores que se han aducido para explicar el pro-

gresivo distanciamiento entre electores y partidos son la existencia de medios de comunicación de 

masas “que les permitía emitir mensajes directamente al electorado” por una parte y, por la otra, la 

existencia de mecanismos de financiación pública “que hacía que los afiliados fueran menos necesa-

rios como fuentes de ingresos” (2004: 681). De acuerdo con la profesora española, “los electores, por 

su parte, habían adquirido niveles de educación más elevados y desarrollado nuevos intereses que 

los hacían más exigentes respecto a la oferta de los partidos” (2004: 681).

Según Hans Blomeier (2006), el descrédito y la pésima imagen de los partidos políticos en América 

Latina obedecen a “la falta de democracia interna, la falta de renovación de sus cuadros dirigencia-

les, la corrupción y la ineficacia a la hora de gobernar”, que afectan directamente a la democracia 

misma y redundan en abstencionismo electoral y político, desinterés de la ciudadanía por parti-

cipar en la política y en sus organizaciones partidarias e imposibilidad de proyectar programas 

políticos de mediano y largo alcance. “Sus efectos son el cortoplacismo y el personalismo excesivo 

en política” (2006:10).

2	 La hipótesis según la cual “la legitimidad democrática depende de la receptividad política y no de la rendición 
de cuentas” ha sido investigada en la tesis “Receptividad política y legitimidad democrática: Argentina, Chile y 
Uruguay (2003-2010)”, correspondiente al doctorado en Gobierno y Administración Pública por la Universidad 
Complutense de Madrid (UCM).

3	 En este punto de este primer Cuaderno nos ocupamos de los partidos políticos y su crisis. Luego, en el Cuaderno 
de Trabajo Nº 2, al considerar a la “representatividad gubernamental” y la consiguiente legitimidad de origen 
como uno de los supuestos del diseño democrático, nos ocuparemos de las plataformas y sistemas electorales. 
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Blomeier (2006) concluye que los partidos se están transformando crecientemente en meros apa-

ratos electorales, es decir, “en estructuras sin contenido programático cuyo principal sostén es el 

intercambio de favores y de votos a cambio del acceso al aparato del Estado” (2006:11). 

De cara a la realidad latinoamericana, Daniel Zovatto (2006 a) ha dicho que no es posible tener institucio-

nes políticas de calidad si no se fortalecen, democratizan, profesionalizan e institucionalizan los partidos 

políticos. En su opinión, y siguiendo en este punto a Lipset, “nada contribuye tanto a la credibilidad y a la 

consolidación de la democracia como el prestigio y la institucionalización de un sistema de partidos y, a 

la inversa, nada erosiona más la vida democrática como el desprestigio y la parálisis de los partidos y su 

incapacidad para ofrecer respuestas eficaces a las demandas de la ciudadanía” (2006 a: 35-36).

De acuerdo con el profesor argentino, de no resolverse adecuada y oportunamente la crisis de cre-

dibilidad que hoy atraviesa la mayor parte de los partidos en América Latina, “la sostenibilidad de la 

democracia puede verse seriamente comprometida” (Zovatto, 2006 a: 36). 

Ahora bien, considerando los enfoques de Martínez (2004), Blomeier (2006) y Zovatto (2006 a), nos 

planteamos la paradoja descripta por Juan J. Linz (2004).  Según este autor, en todas las sociedades 

donde la gente es libre para expresar sus preferencias “existe un amplio consenso acerca de la legiti-

midad de la democracia como forma de gobierno” y “también hay un acuerdo considerable sobre los 

partidos políticos como esenciales para el funcionamiento de la democracia”. Sin embargo, “al mismo 

tiempo, en gran parte de los sistemas democráticos la opinión pública está caracterizada por una 

insatisfacción penetrante con, y desconfianza en, los partidos políticos” (2004: 187). 

Esa es la paradoja. De acuerdo con Linz (2004), “ya no encontramos que las ideas críticas sobre los 

funcionarios de turno y los partidos estén acompañadas por un cuestionamiento radical de las insti-

tuciones democráticas básicas y por la adopción de alternativas ideológicas a la democracia liberal. 

En las democracias estables, no existen defensores políticamente significativos de un sistema políti-

co no democrático”. Afortunadamente, dice Linz (2004), “la ambivalencia hacia los partidos políticos 

que encontramos en nuestras sociedades democráticas, al menos por el momento, no ha llevado a 

su rechazo” (2004: 215-216). 

Finalmente, coincidimos con Linz (2004) al afirmar que “algunos de los problemas con los partidos polí-

ticos son casi inherentes a su naturaleza y por lo tanto difíciles, si no imposibles, de corregir a través de 

la ingeniería institucional, que suele terminar a menudo como un mero entretenimiento” (2004: 216). 

La paradoja de Linz (2004) se resuelve, desde nuestro punto de vista, al observar que los partidos po-

líticos son necesarios para que una democracia sea “representativa” y, por lo tanto, son una condición 

para el desarrollo democrático. Pero no la legitiman si funcionan bien ni la deslegitiman si funcionan 

mal. Lisa y llanamente, los partidos políticos no influyen como tampoco influyen los sistemas electo-

rales (mayoritarios o proporcionales) sobre el apoyo de la opinión pública a la democracia. 

2.2. Rendición de cuentas 

Otro de los factores de la representación política es la “rendición de cuentas” (Martínez, 2004). Por lo 

tanto, una democracia es “representativa” si los gobernantes son elegidos por los gobernados me-
diante elecciones competitivas, pero también si los gobernados controlan las acciones y participan 
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en las decisiones de los gobernantes. La “rendición de cuentas” se fundamenta en los poderes de los 
representados y se refleja en la accountability legal, política y social.

Según las definiciones conceptuales expresadas por Peruzzotti y Smulovitz (2002, citados en IDD-Lat, 
2005: 131), el propósito de la accountability es ejercer control sobre los gobernantes y funcionarios pú-
blicos para que estos actúen respetando el marco legal y sean responsables en sus acciones, adecuán-
dolas a las demandas de la sociedad. La accountability coadyuva a que las acciones gubernamentales 
se correspondan con las preferencias de la ciudadanía, base de un gobierno políticamente responsable. 

Sobre base del supuesto de que se premia el control entre los poderes y la rendición de cuentas ante 
la sociedad, siguiendo la clasificación del IDD-Lat distinguiremos dos tipos de accountability, ambas 
integrantes de la “infraestructura ética” en términos de Villoria Mendieta (2000): 1) la “accountability 
legal y política” y 2) la “accountability social”.

La “accountability legal” está orientada a garantizar que las acciones de los gobernantes y funcio-
narios públicos estén enmarcadas legal y constitucionalmente. De acuerdo con el IDD-Lat, “un go-
bierno será legalmente responsable si es posible controlar que las acciones gubernamentales no 
infringen la ley y se ajustan al debido proceso”.4

La “accountability política” es la capacidad del electorado para hacer que las políticas gubernamen-
tales respondan a sus preferencias. Según el IDD-Lat, “un gobierno es políticamente responsable si 
los ciudadanos tienen medios para castigar a administraciones irresponsables o a aquellas cuyas 
políticas no responden a las preferencias del electorado”.5

Junto con la accountability legal y política se incluye la accountability social como mecanismo de 
control. En relación con la “accountability social”, siguiendo a Leonardo Avritzer (2002, citado en IDD-
Lat, 2005: 11), el IDD-Lat sostiene que son “las acciones de una numerosa serie de asociaciones y 
movimientos ciudadanos o de los medios, orientadas a exponer actos gubernamentales incorrectos, 
a aportar nuevos temas a la agenda pública o a activar las agencias horizontales”. O’Donnell (2004) 
destaca la propuesta de Smulovitz y Peruzzotti con respecto a esta accountability que, siendo verti-
cal, no es electoral, llamándola “accountability societal vertical”.

Para medir la “accountability legal y política”, el IDD-Lat considera tres indicadores (los dos primeros 
para la “accountability legal” y el tercero para la “accountability política”): 1) la elección de los jueces 
de la Corte Suprema, 2) la actuación del ombudsman y 3) los mecanismos de democracia directa. 

La “elección de los jueces de la Corte Suprema” guarda relación con los procedimientos seguidos e 
injerencia institucional de cada uno de los tres poderes de la República. De acuerdo con el IDD-Lat,  
este indicador “mide el grado de independencia de los tres poderes”.6

A su vez, la “actuación del Ombudsman” (o del “Defensor del Pueblo”, según se lo llama generalmen-
te) como el segundo de los indicadores de “accountability legal” señala la posibilidad que tiene la ciu-

dadanía de interponer denuncias o peticiones si se considera que sus derechos han sido violados.7 

4	 Se trata de la “accountability horizontal” o “la institucionalización de la desconfianza”, en términos de Guillermo 
O’Donnell (2004).

5	 Daniel Zovatto (2006 b) ha concluido que la aplicación y el impacto de las instituciones de democracia directa han 
sido limitados y que la principal preocupación es cómo y cuándo utilizarlos. 

6	 Conforme al IDD-Lat, a los fines de la ponderación, se asignan 10 puntos si intervienen los tres poderes, 5 puntos 
si intervienen dos poderes y 0 puntos su interviene un poder solamente.  

7	 Con arreglo al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos por la existencia de la institución y 0 
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Finalmente, los mecanismos de democracia directa como el único indicador de “accountability polí-

tica”, guardan relación con la existencia  y aplicación de procedimientos que permitan a la población 

expresarse para decidir cuestiones de políticas públicas (plebiscito, referéndum o consulta popular).8

Como se ha dicho, junto la “accountability legal y política”, el IDD-Lat también mide la “accountability 

social” a través de tres indicadores: 1) las condiciones para el ejercicio de una prensa libre, 2) el acceso 

a la información pública y 3) el “habeas data” personal.

Las “condiciones para el ejercicio de una prensa libre” son el primero de los indicadores de “accounta-

bility social” propuesto por el IDD-Lat. Según este indicador, se entiende la libertad de prensa como 

la posibilidad de uso de un medio que tiene la población para hacer denuncias.9 

A su vez, el “acceso a la información pública” es el segundo de los indicadores de “accountability 

social” propuesto por el IDD-Lat. De acuerdo con este indicador, se obliga a las burocracias estatales 

(gubernativas o administrativas) a rendir cuentas respecto de la información que usan o difunden.10

Finalmente, el “habeas data” se refiere a una acción que garantiza el acceso de cualquier individuo 

a la información contenida en bases de datos públicas o privadas referida a su persona o propiedad 

y, además, la posibilidad de actualizar, corregir, remover o preservar la información con el objeto de 

proteger ciertos derechos fundamentales.11

Dimensiones e indicadores de “rendición de cuentas”

Fuente: elaboración propia

puntos por la inexistencia de la institución y, además, se asignan 10 puntos para el país con mayor cantidad de 
presentaciones realizadas por la ciudadanía durante el año en cuestión cada 100.000 habitantes y para cada uno 
de los restantes proporcionalmente. Se suman ambos puntajes y se divide por 2.

8	 A los fines de la ponderación, se asignan 10 puntos si el país cuenta con mecanismos y los aplica, 5 puntos si el 
país cuenta con los mecanismos pero no los aplica y 0 puntos si el país no cuenta con los mecanismos. 

9	 Conforme al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos para el país con menor puntaje en el 
“Índice de libertad de prensa” y para cada uno de los restantes proporcionalmente y, además, se asignan 10 pun-
tos para el país con menor “cantidad de violaciones a la libertad de prensa (periodistas víctimas de la violencia)” y 
para cada uno de los restantes proporcionalmente. Se suman ambos puntajes y se divide por 2.

10	 Con arreglo al IDD-Lat, a los fines de la ponderación  se asignan 10 puntos si el país cuenta con legislación y 0 
puntos si el país no cuenta con legislación al respecto.

11	 Conforme al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos si el país cuenta con legislación y 0 puntos 
si el país no cuenta con legislación al respecto.
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2.3. Receptividad política

Otro de los factores de la representación política es la “receptividad” (Martínez, 2004). Por lo tanto, 

una democracia es “representativa”, también, si los gobiernos tienen capacidad para resolver los pro-

blemas públicos y satisfacer las necesidades sociales. La “receptividad” se basa en la eficacia directiva 

de los gobiernos (Aguilar Villanueva, 2010) y se refleja en la capacidad para generar políticas de 

bienestar y de eficiencia económica (Collier y Levitsky, 2000, citados en IDD-Lat, 2002: 24-25).

Según Collier y Levitsky (2000, en IDD-Lat, 2002: 24), los seis factores a considerar para una clasifi-

cación de las democracias son: 1) elecciones libres, 2) sufragio universal, 3) participación plena, 4) 

libertades civiles, 5) poder efectivo para gobernar y 6) igualdad socioeconómica y/o altos niveles 

de participación popular en las instituciones económicas, sociales y políticas, control en los proce-

sos de toma de decisiones y todos los niveles de política. 

Los primeros tres atributos son considerados requisitos básicos de una democracia. Los primeros 

cuatro atributos son los que consideran las definiciones que reconocen la democracia observando 

un “mínimo procedimental”. Las definiciones que consideran un “mínimo procedimental expandido” 

requieren de los primeros cinco atributos. Finalmente, las “definiciones o concepciones maximalistas 

o multidimensionales” de democracia requieren de los seis atributos.  

En términos del IDD-Lat, la representación como “receptividad” se refleja en el poder efectivo para 

gobernar (Collier y Levitsky, 2000, en IDD-Lat, 2002: 24), que a su vez se mide a través de la capacidad 

para generar políticas de bienestar y eficiencia económica.

Como una subdimensión del “poder efectivo para gobernar”, el IDD-Lat mide su capacidad para ge-

nerar políticas de bienestar, considerando estos cuatro indicadores: 1) el desempleo urbano, 2) los 

hogares bajo la línea de pobreza, 3) el desempeño en salud y 4) el desempeño en educación. 

Respecto del primero, se considera la proporción de población desocupada y la económicamente 

activa.12 En cuanto al segundo, se considera la proporción de hogares cuyos ingresos totales no 

superan el valor de una Canasta Básica Total (CBT), estableciendo si los ingresos de los hogares tie-

nen capacidad de satisfacer, por medio de la compra de bienes y servicios, un conjunto de necesi-

dades alimentarías y no alimentarías consideradas esenciales (vestimenta, transporte, educación, 

salud, etc.).13

Para el IDD-Lat, el desempeño en salud se cuantifica utilizando una variable de calidad y una variable 

de esfuerzo. La variable de calidad se mide a través de la tasa de mortalidad infantil, mientras que 

la variable de esfuerzo se mide mediante el gasto en salud. La tasa de mortalidad infantil es medida 

como la proporción de menores fallecidos antes de cumplir un año de edad por cada 1.000 nacidos 

vivos. A su vez, el gasto en salud es medido como el porcentaje del PBI destinado en un año dado.14 

12	 Conforme al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos para el país con el valor de desempleo 
más bajo y para cada uno de los restantes proporcionalmente.

13	 Con arreglo al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos para el país con el valor de los hogares 
bajo la pobreza más bajo y para cada uno de los restantes proporcionalmente.

14	 Conforme al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos para el país con menor tasa de mortali-
dad infantil y para cada uno de los restantes proporcionalmente y, además, se asignan 10 puntos para el país con 
mayor gasto en salud sobre el PBI y para cada uno de los restantes proporcionalmente. Se suman ambos puntajes 
y se divide por 2.
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El desempeño en educación también se cuantifica utilizando una variable de calidad (la matricula-

ción secundaria) y una variable de esfuerzo (el gasto en educación). La matriculación secundaria es 

medida como la relación entre jóvenes de todas las edades que asisten a escuelas de nivel medio y 

la población en edad escolar del país correspondiente. A su vez, el gasto en educación, a semejanza 

del gasto en salud, es medido como el porcentaje del PBI destinado en un año dado.15

Como otra subdimensión del “poder efectivo para gobernar”, el IDD-Lat mide su capacidad para 

generar políticas de eficiencia económica, considerando estos cinco indicadores: 1) la libertad 

económica, 2) el PBI per cápita, 3) la brecha de ingresos, 4) la inversión sobre el PBI y 5) el endeu-

damiento sobre el PBI. 

El primero de los indicadores se mide a través del puntaje en el Índice de Libertad Económica y con-

sidera 50 variables agrupadas en 10 factores generales.16

El Producto Bruto Interno (PBI) mide el valor total de la producción de bienes y servicios de un país. A 

su vez, el Producto Bruto Interno per cápita mide el valor total de la producción de bienes y servicios 

de un país, pero en relación con su distribución en la población.17

La brecha de ingresos compara los ingresos del quintil más alto y del quintil más bajo de la población 

(considerando los ingresos totales del hogar). Es uno de los indicadores más importantes en lo que 

respecta a la eficiencia de los sistemas democráticos para promover la equidad, constituyendo una 

muy buena medida de la desigualdad social.18

La inversión es el flujo de producto de un período dado que se usa para mantener o incrementar el 

stock de capital de la economía, lo que trae como consecuencia un aumento en la capacidad pro-

ductiva futura de la economía.19 El IDD-Lat entiende que el aumento en la inversión de un país indica 

“eficiencia económica”.

Respecto del endeudamiento, se considera la deuda externa total.20 Se considera que la disminución 

en el endeudamiento de un país también indica “eficiencia económica”. 

15	 Con arreglo al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos para el país con mayor tasa de matricu-
lación secundaria y para cada uno de los restantes proporcionalmente y, además, se asignan 10 puntos para el 
país con mayor gasto en educación sobre el PBI y para cada uno de los restantes proporcionalmente. Se suman 
ambos puntajes y se divide por 2.

16	 Política comercial, carga impositiva del gobierno, intervención del gobierno en la economía, política monetaria, 
flujos de capital e inversión extranjera, actividad bancaria y financiera, salarios y precios, derechos de propiedad, 
regulaciones y mercado negro. A los fines de la ponderación, se asignan 10 puntos para el país con mayor puntaje 
en el Índice de Libertad Económica y para cada uno de los restantes proporcionalmente.

17	 Conforme al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos para el país con el valor de PBI per cápita 
más alto y para cada uno de los restantes proporcionalmente. 

18	 Con arreglo al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos para el país con el valor de la brecha de 
ingresos más bajo y para cada uno de los restantes proporcionalmente.

19	 Conforme al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos para el país con mayor inversión sobre el 
PBI y para cada uno de los restantes proporcionalmente.

20	 Con arreglo al IDD-Lat, a los fines de la ponderación se asignan 10 puntos para el país con menor endeudamiento 
sobre el PBI y para cada uno de los restantes proporcionalmente.
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Dimensiones e indicadores de receptividad política

Fuente: elaboración propia

2.4. La legitimidad democrática, origen y desempeño de los gobiernos

En el año 1959, Seymour M. Lipset21 hizo un análisis del conjunto de condiciones que debían darse 

para el advenimiento de una democracia y su posterior estabilización. Ese conjunto de condicio-

nes se circunscribía al “nivel de desarrollo económico” y al “grado de legitimidad del sistema polí-

tico”. Más de medio siglo después de aquel análisis sociológico, la estabilidad de las democracias 

representativas sigue dependiendo, básicamente, de esas mismas condiciones.

La legitimidad implica la capacidad de un sistema político para generar y mantener la convicción 

de que las instituciones políticas existentes son las más convenientes o apropiadas para la socie-

dad (Lipset, 1959). En las democracias representativas, esa convicción se funda tanto en el origen 

como en el  desempeño de los gobiernos (Aguilar Villanueva, 2010) y se refleja en el apoyo (difuso 

y específico) de la opinión pública a la democracia (Crespo y Martínez, 2005, Mateo Díaz, Payne y 

Zovatto, 2006). 

Siguiendo a Linz (2004), entendemos que los gobernantes deben expresar y llevar a cabo la volun-

tad de los gobernados. Deberían ser “sensibles” a priori a las demandas de la ciudadanía. Como bien 

observa este autor, algunos encuentran perturbadora y desagradable la democracia dominada por 

las encuestas. “Pero digámoslo de otro modo: los políticos deben expresar y llevar a cabo la voluntad 

del pueblo, o al menos de los que votaron por ellos. Deberían ser responsive. ¡Eso es la democracia! El 

perseguir sus propias preferencias más que las de los votantes ha sido la base de la crítica a la demo-

cracia elitista” (Linz, 2004: 212-213). 

21	 En “Some social Requisits of Democracy: Economic Development and Political Legitimacy”, que publicara en la 
American Political Science Review.
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Liderar, dice Juan J. Linz (2004), no significa ignorar, sino apelar a la gente y responsabilizarse por las 

decisiones y acciones que se toman e implementan. Luego, los ciudadanos pueden premiar o cas-

tigar a los líderes en la siguiente elección. Es una cuestión de creencias, no de referencias objetivas 

o contenidos morales. “A pesar de que los políticos son objeto de una crítica constante, acertada o 

incorrecta, incluyendo a los que la misma gente ha votado, la idea de que los pocos elegidos tienen 

el derecho a gobernar como resultado del proceso democrático está menos cuestionada que en el 

pasado” (Linz, 2004: 216). 

Como bien dicen Mercedes Mateo Díaz, Mark Payne y Daniel Zovatto (2006), “no hay que perder de 

vista que la consolidación del sistema democrático descansa también, entre otras cosas, sobre el 

apoyo de la opinión pública, apoyo que se va cimentando con el tiempo” (2006: 297). 

Sabemos que la opinión ciudadana puede ser alterada por la comunicación política gubernamental 

y que, a veces, el apoyo o la satisfacción pueden estar infundados. Sin embargo, aceptamos esa ame-

naza a nuestro enfoque teórico, y lo hacemos desde una noción de la comunicación política que la 

distingue muy claramente del marketing político. 

Al respecto, Crespo, Garrido, Carletta y Riorda (2011) sostienen que la comunicación política “no 

se revela como una degradación de la política (más allá de algunas visiones en ese sentido) sino 

que, por el contrario, la revaloriza y al mismo tiempo representa la condición de funcionamiento del 

espacio público ensanchado de la democracia de masas y prácticamente sin fronteras” (2011: 11). 

Desde ese punto de vista, que compartimos, la comunicación política gubernamental puede forta-

lecer las creencias sociales o ciudadanas sobre la democracia y contribuir a reflejar la “legitimidad 

democrática”.

La convicción con respecto al origen y al desempeño de los gobiernos debe reflejarse en el apoyo de 

la opinión pública al “régimen democrático” y al “sistema democrático”.  Es decir, el “apoyo difuso” y 

el “apoyo específico” que planteara Easton en 1965 y que Pipa Norris en 1999 desagregara en apoyo 

difuso a la comunidad política, desempeño del régimen, apoyo a los principios básicos del régimen, 

apoyo a las instituciones del régimen y apoyo a los actores políticos (Mateo Díaz, Payne y Zovatto, 

2006).

El “apoyo difuso” puede medirse a través del apoyo de la opinión pública a los principios de la de-

mocracia, mientras que el “apoyo específico” puede medirse mediante la satisfacción de la opinión 

pública con las realizaciones de la democracia. Tanto el “apoyo a la democracia” como la “satisfacción 

con la democracia” son indicadores que han sido medidos por la Corporación Latinobarómetro a 

partir del año 1996, lo que permite hacer comparaciones. 

El primero (apoyo) mide la población que prefiere la democracia a cualquier otra forma de gobierno, 

es decir, la democracia como forma de gobierno en comparación con cualquier otra y, específica-

mente, con un régimen autoritario. El segundo (satisfacción) mide la población que está muy satis-

fecha o más bien satisfecha con el funcionamiento de la democracia en su país, es decir, no mide la 

democracia como forma de gobierno sino su funcionamiento. El apoyo difuso puede depender de la 

cultura política, mientras que el apoyo específico puede depender del proceso de diseño y gestión 

de políticas públicas y, sobre todo, de sus resultados.
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Dimensiones e indicadores de legitimidad democrática

Fuente: elaboración propia
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CAPÍTULO II:

NUEVO MUNICIPALISMO PARA EL 

DESARROLLO LOCAL Y REGIONAL

1. Un nuevo municipalismo

1.1. De los servicios urbanos al desarrollo local

A escala local y regional, la realización del desarrollo integral del que hablamos requiere una redefini-

ción del “municipalismo”. El pensamiento y el sentimiento municipalistas se han caracterizado por la 

reivindicación de las autonomías municipales. Esa ha sido, es y será la bandera del municipalismo. Es 

decir, aumentar y mejorar las autonomías de los municipios, sus capacidades de decisión y de acción. 

La autonomía política para elegir y remover a sus autoridades, la autonomía económica y financiera 

para crear y disponer de sus recursos y la autonomía administrativa para designar a sus empleados, 

realizar las obras y prestar los servicios directamente o a través de terceros.

Sin embargo, todavía hay municipios que no son autónomos legal y constitucionalmente. Es decir, 

todavía hay municipios que no gozan del reconocimiento legal y constitucional de sus autonomías. 

A su vez, todavía hay municipios que gozan de esas autonomías según las leyes y constituciones 

tanto nacionales como subnacionales, pero no son realmente autónomos. Esta es, tal vez, la gran 

hipocresía del municipalismo latinoamericano. Los municipios tienen amplias competencias según 

las leyes y constituciones, pero no tienen los recursos necesarios y suficientes para atenderlas. Sobre 

todo, no tienen los recursos financieros y humanos.  

Esa reivindicación no tiene que ver con la población ni con el territorio. La base y el punto de partida 

de la reivindicación municipalista no dependen de la cantidad de habitantes ni de la superficie del 

ejido o radio.  Tampoco dependen de las formas de organización de los Estados nacionales o sub-

nacionales. La reivindicación municipalista depende del “principio de inmediatez”. Los municipios 

deben ser autónomos porque las administraciones y los gobiernos locales están cerca de los proble-

mas y, por lo tanto, pueden y deben estar más cerca de las soluciones. A su vez, la reivindicación mu-

nicipalista es el fundamento de la descentralización política, económica, financiera y administrativa. 

Con la lucha por las autonomías municipales como trasfondo, la evolución del municipalismo latino-

americano muestra dos grandes momentos (u olas) y un tercero al que nos estamos introduciendo. 

Con diferencias según los diversos regímenes de cada país, en general se puede observar que en un 

primer momento las administraciones municipales se dedicaron solamente a la prestación de los 
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servicios urbanos. Por ejemplo, el alumbrado, el barrido y la limpieza. También se puede observar 

que esos servicios se hicieron cada vez más complejos y complicados, incluyendo el transporte ur-

bano de pasajeros, el tratamiento de aguas residuales y la recolección y disposición final de residuos, 

entre otros. 

En una segunda etapa, los gobiernos municipales se consagraron, además, a la promoción del de-

sarrollo local. De esa manera, se hicieron cargo de diversas materias concurrentemente con los go-

biernos subnacionales o nacionales. Por ejemplo, se hicieron cargo de satisfacer las necesidades de 

vivienda, medioambiente e infraestructura de servicios (Pacharoni, 2004), empleo y crecimiento 

(Scandizzo, 2004), educación, salud y complemento de necesidades básicas insatisfechas (Cingolani, 

2004), participación, confianza, acción colectiva y cooperación (Cáceres, 2004) de la localidad o de 

una región (Graglia y Riorda, 2006).

Vale la pena subrayar que el segundo momento no sustituye el primero. Es decir, la promoción del 

desarrollo local no sustituye la prestación de los servicios urbanos. Aquella se agrega a esta. Los mu-

nicipios, sus administraciones y gobiernos siguen siendo responsables (primera y principalmente) 

de prestar eficiente y eficazmente los servicios en la localidad, pero también se hacen responsables 

de promover un desarrollo de la localidad. Las administraciones y los gobiernos municipales deben 

prestar los servicios de alumbrado, barrido y limpieza en su territorio, pero también promover el 

desarrollo del capital físico, de la actividad económica, del capital humano y del capital social de su 

territorio. 

Primera y segunda olas del municipalismo

Fuente: elaboración propia

El paso de la primera a la segunda ola del municipalismo se ha caracterizado por un proceso incre-

mental de transferencia de funciones de los gobiernos nacionales o subnacionales22 a los gobiernos 

municipales. Ese proceso no ha dependido de la forma de Estado, es decir, se ha dado en Estados 

federales y en Estados unitarios sin mayores diferencias. Las transferencias de funciones de los nive-

les gubernamentales superiores (los gobiernos nacionales o subnacionales) a los niveles guberna-

mentales inferiores (los gobiernos municipales) se ha dado tanto explícita como implícitamente, por 

convenios o por abandonos. 

22	 “Provinciales” de acuerdo con el régimen federal de la República Argentina o “departamentales” según el régimen 
unitario de la República Oriental del Uruguay, por ejemplo.

Primera ola del municipalismo

Segunda ola del municipalismo

Administraciones municipales prestando servicios urbanos

Gobiernos municipales promoviendo desarrollos locales
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Las “transferencias explícitas” se produjeron mediante convenios intergubernamentales de descen-

tralización. En general se ha criticado (y se sigue criticando) la insuficiencia de los recursos econó-

micos y financieros enviados en comparación con el incremento de las competencias y funciones 

transferidas. Al respecto, debe aceptarse que, muchas veces, esas descentralizaciones se concretaron 

en medio de procesos de reforma del Estado reduccionistas y eficientistas (en términos de Kliksberg), 

buscando ajustar los gastos de los gobiernos nacionales o subnacionales más que reconocer las au-

tonomías municipales. 

Las “transferencias implícitas” no se causaron mediante convenios intergubernamentales de descen-

tralización, sino por abandono de los gobiernos nacionales o subnacionales. Sobre todo a partir de 

crisis políticas, económicas y sociales, muchos gobiernos municipales se hicieron cargo de la aten-

ción de la emergencia social frente a la retirada de los gobiernos nacionales o subnacionales. No 

hubo convenios intergubernamentales de descentralización, sino abandono de funciones naciona-

les o subnacionales. Por supuesto, los gobiernos municipales se hicieron cargo de más competencias 

o funciones con iguales recursos económicos y financieros.

Explícita o implícitamente, por convenios o por abandonos, la consecuencia del paso de la primera 

a la segunda ola del municipalismo ha sido la ampliación de responsabilidades a cargo de las admi-

nistraciones y los gobiernos municipales, sin los recursos necesarios y suficientes en muchos casos. 

Sobre todo, sin las transferencias ni los aportes de otras jurisdicciones. No pocas veces esto ha provo-

cado situaciones de desfinanciamiento y, consecuentemente, de ingobernabilidad por acumulación 

creciente de demandas insatisfechas. Esa indeseable consecuencia debe tenerse muy en cuenta de 

cara a la tercera ola del municipalismo.

En las primeras décadas de este nuevo siglo, está claro que los gobiernos municipales no pueden 

prestar servicios urbanos ni (mucho menos) promover desarrollos locales sin autonomías (legales y 

reales). Está claro, también, que los procesos de transferencia de funciones de los gobiernos naciona-

les o subnacionales a los gobiernos municipales continuarán y se consolidarán los existentes, con los 

recursos necesarios y suficientes en el mejor de los casos. Ahora bien, se vislumbra una tercera ola del 

municipalismo. ¿Cuál será su principal característica? Desde nuestro punto de vista, el asociativismo 

intermunicipal (Giuliano, 2006).

Tanto en la primera como en la segunda etapa, los gobiernos municipales se relacionaron coope-

rando mutuamente en la prestación de servicios urbanos y, también, en la promoción de desarrollos 

locales. Hay muchas experiencias sobre relaciones intermunicipales de cooperación recíproca. Sin 

embargo, hasta ahora hemos visto gobiernos municipales que se asociaban para ayudarse en el ejer-

cicio de sus funciones dentro de sus respectivos ejidos o radios. Por ejemplo, dos o más municipios 

que se asociaban para realizar obras públicas de pavimentación, para iniciar o impulsar actividades 

conjuntas en la formación de los recursos humanos o en la gestión del turismo, etc. 

1.2. La tercera ola del municipalismo

Más allá de la cooperación intermunicipal que conocemos, a los fines de prestar servicios o promover 

desarrollos dentro de sus respectivos ejidos o radios, la tercera ola que vislumbramos se caracterizará 

por asociaciones intermunicipales gobernando regiones territoriales. Esta será la característica 
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principal del “nuevo municipalismo” o de la “tercera ola del municipalismo” (Graglia, 2008). Respecto 

de esta hipótesis de trabajo se imponen tres aclaraciones a sendas cuestiones: 1) ¿qué entendemos 

por asociaciones intermunicipales?, 2) ¿qué decimos al decir “gobernando”? y 3) ¿qué entendemos 

por “regiones territoriales”?

Tercera ola del municipalismo

Fuente: elaboración propia

Por “asociaciones intermunicipales” entendemos los entes, las mancomunidades, las agrupaciones 

o los consorcios (Giuliano, 2006) constituidos por gobiernos municipales. Sostenemos que los aso-

ciados deben ser gobiernos de municipios autónomos y reconocidos por los gobiernos nacionales 

o subnacionales. Esto independientemente del tamaño de sus poblaciones (pueden ser ciudades, 

municipalidades o comunas, etc.) y del alcance de sus regímenes legales, es decir, más allá de sus 

formas de organización y funcionamiento, de sus competencias (materiales y territoriales) y sus re-

cursos financieros (propios o de otras jurisdicciones). 

No las pensamos como simples asociaciones informales. Las pensamos como personas jurídicas de 

derecho público, con capacidad legal para elegir sus autoridades y sancionar sus normas de organi-

zación y funcionamiento, para contratar, realizar obras y prestar servicios públicos en virtud de dele-

gaciones de los gobiernos nacionales o subnacionales y/o de los gobiernos municipales asociados. 

Las asociaciones intermunicipales de las que hablamos deben constituirse a partir de las autonomías 

municipales y, sobre esa base, los gobiernos nacionales o subnacionales deben reconocerlas. 

Al decir “gobernando”, inicialmente no pensamos en el gobierno como “estructura” sino en el go-

bierno como “gestión” (Aguilar Villanueva, 2010), es decir, no pensamos en la institución guberna-

mental sino en la función gubernativa. No nos parece recomendable la creación de nuevos niveles 

de gobierno entre los gobiernos nacionales o subnacionales y los gobiernos municipales, ni en los 

Estados federales ni en los Estados unitarios. Sin embargo, reivindicamos funciones gubernativas 

de las asociaciones intermunicipales a escala regional (Graglia, 2008), dentro de un Estado nacional 

o de un Estado subnacional, cuidando que no se incrementen ni se empeore la burocracia general-

mente existente. 

Al decir “regiones territoriales” pensamos en espacios geográficos. Esos espacios pueden ser homo-

géneos o heterogéneos desde un punto de vista social o económico. Más allá de la homogeneidad 

o la heterogeneidad social o económica, lo importante es que esos espacios contengan los ejidos o 

radios de los municipios asociados, por una parte, y, por la otra, las zonas existentes “fuera” de dichos 

ejidos o radios pero “dentro” de la región a la que esos municipios pertenecen (si las hubiere). Hace-

mos esta distinción porque los regímenes legales (tanto nacionales como subnacionales) difieren en 

cuanto a las competencias territoriales de los municipios. 

Tercera ola del municipalismo Asociaciones intermunicipales gobernando regiones territoriales
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Básicamente hay dos sistemas: 1) el de “municipios colindantes” y 2) el de “municipios no colindantes”.23 

En el primero, los ejidos o radios de los municipios son limítrofes, es decir, “donde termina un muni-

cipio, empieza otro municipio”. En el segundo, los ejidos o radios de los municipios no son limítrofes 

y, por lo tanto, puede haber zonas entre ellos que no pertenecen a ningún municipio. Las regiones 

territoriales de las que hablamos incluirían los ejidos o radios de los municipios asociados (primer 

sistema) más las zonas existentes “fuera” de dichos ejidos o radios pero “dentro” de la región a la que 

esos municipios pertenecen (segundo sistema). 

Las “asociaciones intermunicipales gobernando regiones territoriales”, características de la tercera 

ola del municipalismo, pueden ser una solución (o, por lo menos, parte de una solución) a la proble-

mática de los conurbanos, donde la coordinación entre los gobiernos municipales integrantes de las 

áreas metropolitanas y de ellos con el Estado nacional y/o el Estado subnacional es imprescindible. 

Asimismo, son una solución a la problemática de las zonas que están fuera de los ejidos o radios 

municipales, donde los Estados nacionales o subnacionales no pueden ejercer sus funciones guber-

nativas con eficiencia y eficacia.   

En la tercera ola del municipalismo, las administraciones y los gobiernos municipales seguirán pres-

tando los respectivos servicios urbanos y promoviendo los respectivos desarrollos locales, pero 

además deberán encargarse del desarrollo de su región. Está claro que el desarrollo local es la base y el 

punto de partida del desarrollo regional, pero también debe estar claro que este es el soporte de aquel. 

Para que se desarrollen las localidades debe progresar la región que las contiene, necesariamente. Hoy 

por hoy, trabajar a favor del desarrollo local implica trabajar a favor del desarrollo regional y viceversa. 

En términos de desarrollo, lo local va indisolublemente ligado a lo regional (Graglia y Riorda, 2006). 

Atento a ello, los actores de este “nuevo municipalismo” deberán ser los gobiernos municipales, pero 

junto con los gobiernos subnacionales y nacionales. Sin retroceder en las respectivas autonomías, 

aumentándolas y mejorándolas pero al servicio del desarrollo local y regional. El “nuevo municipa-

lismo” deberá caracterizarse por la coordinación intergubernamental. Las asociaciones intermunici-

pales deberán gobernar sus regiones en coordinación con los gobiernos subnacionales y nacionales 

correspondientes. Se deberá buscar una alianza estratégica para el desarrollo local y regional. 

Para los gobiernos municipales y, también, para los gobiernos subnacionales y nacionales, será un 

cambio de fondo respecto de las relaciones preexistentes. Para los gobiernos municipales una cosa 

es prestar un servicio urbano o promover el desarrollo local con el apoyo subnacional o nacional y 

otra cosa es gobernar una región en asociación con otros gobiernos municipales y en coordinación 

con el gobierno subnacional y el gobierno nacional. Para un gobierno subnacional o nacional, una 

cosa es descentralizar una obra o un servicio a un gobierno municipal individualmente y otra cosa es 

descentralizar funciones y recursos a una asociación intermunicipal que gobierna una región. 

Estos cambios deben suponer un gran acuerdo inicial entre los gobiernos municipales y los gobier-

nos subnacionales o nacionales. No se puede pensar este “nuevo municipalismo” en términos de 

ganar-perder, sino de ganar-ganar. Los primeros deberán asociarse con el propósito de gobernar 

23	 En la República Argentina, un ejemplo del primer sistema es la provincia de Buenos Aires, mientras que un ejem-
plo del segundo sistema es la provincia de Córdoba.
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las regiones que ellos componen, ampliando sus responsabilidades, mientras que los segundos de-

berán favorecer la constitución de asociaciones intermunicipales, reconocerles personería jurídica, 

competencias materiales y territoriales, transfiriéndoles recursos al efecto (a esos fines podrían crear 

nuevas regiones territoriales, subdividir o reorganizar las existentes si fuera necesario).

Finalmente, el “nuevo municipalismo” del que hablamos deberá caracterizarse por la concertación 

entre el sector gubernativo por una parte, y los sectores privados y ciudadanos por la otra. Hoy por 

hoy, cualquier política pública eficiente y eficaz supone que las diversas jurisdicciones gubernamen-

tales trabajen concertadamente con los privados y los ciudadanos. La ejecución de políticas para el 

desarrollo local y regional debe ser concertada si busca ser exitosa. Para ejecutar planes (programas 

o proyectos) exitosamente, debe hacerse en concertación con los sectores privados. Esto supone, a 

su vez, diagnósticos participativos previamente elaborados. 

2. Los componentes del desarrollo local y regional

La Ley Orgánica de Regionalización de la provincia de Córdoba N° 9.206 dispone en su artículo 22 

que para evaluar el desarrollo regional, se implementará un instrumento integrado por un conjunto 

de indicadores interrelacionados que se denominará “Indicador de Desarrollo Regional para la Ges-

tión (IDRG)”. A continuación, el artículo 23 dispone que para operativizar el Indicador de Desarrollo 

Regional para la Gestión, recoger y procesar la información y emitir informes anuales actualizados, 

se constituirá una Unidad de Trabajo que garantice objetividad, rigurosidad, idoneidad técnica y 

economía operativa. Dicho Índice abarca ocho componentes del concepto de desarrollo: 

1)	 Capital físico

2)	 Actividad económica

3)	 Capital humano

4)	 Capital social

5)	 Gestión de recursos financieros

6)	 Transparencia

7)	 Capacidad institucional

8)	 Participación política

La ley de regionalización provincial adopta los ocho componentes del Índice de Desarrollo Local 

para la Gestión (IDLG), elaborado por un equipo de investigación de la Universidad Católica de Cór-

doba y publicado en junio de 2004.24 Los valores del IDLG y del IDRG varían de 0 (mínimo desarrollo o 

gestión) a 1 (máximo desarrollo o gestión) para cada localidad o cada región25 y para cada municipio 

o comunidad regional.26 De esa manera, se puede analizar el desarrollo del capital físico, la actividad 

económica, el capital humano o el capital social y, también, la gestión financiera, la capacidad insti-

tucional, la transparencia y la participación política entre 0 y 1. 

24	 Con el apoyo de la Fundación Konrad Adenauer (KAS).
25	 La Ley de Regionalización de la provincia de Córdoba crea 26 “regiones”, a razón de una por cada uno de los de-

partamentos existentes.
26	 Las comunidades regionales son asociaciones con personería jurídica integradas por las municipalidades y comu-

nas integrantes de cada región o departamento que decida asociarse.
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El cálculo agregado de los ocho componentes deriva en un valor único de desarrollo para cada 

localidad o cada región y para cada municipio o comunidad regional, a la manera de un índice. 

Asimismo, puede desagregarse el análisis en el nivel de componentes, subcomponentes e indica-

dores, con el fin de detectar los aspectos menos desarrollados o peor gestionados. Cabe señalar 

que el propósito del IDLG y del IDRG no es comparar las diversas localidades o regiones ni los di-

versos municipios o comunidades regionales, ni establecer especies de “rankings” entre ellos, sino 

convertirse en una herramienta que permita diseñar y gestionar políticas para el desarrollo local 

y/o regional.

De acuerdo con el marco conceptual que explicita y justifica la pertinencia de cada uno de estos 

ocho componentes del desarrollo (local y regional), a continuación nos remitimos a presentar y de-

finir muy brevemente los componentes, subcomponentes e indicadores de ambos índices. Al res-

pecto, consideramos que hay cuatro componentes que sirven para medir el desarrollo: 1) el capital 

físico, 2) la actividad económica, 3) el capital humano y 4) el capital social por una parte; y, por la otra, 

cuatro componentes que sirven para medir la gestión del desarrollo: 1) la capacidad institucional, 2) 

la gestión financiera, 3) la transparencia y 4) la participación política.

En general, podría decirse que, desde el punto de vista del Índice de Desarrollo Local para la Gestión 

(IDLG) y del Índice de Desarrollo Regional para la Gestión (IDRG), las necesidades del desarrollo local 

y regional son el desarrollo del capital físico, el desarrollo de la actividad económica, el desarrollo 

del capital humano y el desarrollo del capital social. Asimismo, podría decirse que los problemas 

públicos a resolver para que puedan satisfacerse aquellas necesidades locales y regionales son la 

ineficiencia financiera, la falta de transparencia, la incapacidad institucional y la falta de participación 

política, principalmente. 

2.1. Capital físico

Según los Indicadores de Desarrollo Local y Regional para Gestión (IDLG e IDRG), el desarrollo del 
capital físico refiere a las viviendas, las condiciones medioambientales y la infraestructura de servi-

cios con que cuentan los habitantes de una localidad o una región. Para su medición, el capital físico 

se compone de tres dimensiones (Pacharoni, 2004): 

1)	 la vivienda, 

2)	 el medioambiente y 

3)	 la infraestructura de servicios.

Desde ya, tanto la gestión del hábitat, en términos de Daniela Gargantini (2007), como la gestión 

del territorio, en términos de Delgadino y Alippi (2006), son clave a los fines del desarrollo del capi-

tal físico de una localidad o una región. Sin gestión del hábitat y del territorio no hay desarrollo del 

capital físico. 

Como bien afirma Winfried Michels (2008), la vivienda no puede ser reemplazada por otros bienes. 

“Independientemente de que se trate de una cueva, una carpa, una casa propia o un rascacielos, la 

vivienda fue y es una de las necesidades básicas del ser humano, tan importante como comer, beber 

y dormir” (2008: 302). 



CUADERNO DE TRABAJO Nº1

32

Mauricio Lisa (2007) sostiene que el medioambiente excede la problemática política, social y econó-

mica, constituyendo algo más amplio y abarcador: la dimensión ambiental, que comprende también 

el concepto de desarrollo humano sustentable, “lo cual se plasma en la idea de un modelo de econo-

mía social y ecológica de mercado” (2007: 11). 

Para Delgadino y Alippi (2006), el “desarrollo sostenible” se podrá alcanzar si la gestión de infraestruc-

tura y de servicios se realiza con principios que contribuyan a la conservación de espacios rurales y 

urbanos, minimizando las acciones que tengan impacto negativo sobre el ambiente y haciendo más 

lentos los impactos.

De acuerdo con el IDLG y el IDRG, la vivienda se puede medir a través de cinco indicadores: a) la calidad 

de materiales de la construcción, b) el agua de red, c) la electricidad, d) el gas natural y e) las cloacas. 

A su vez, el medioambiente se puede medir mediante dos indicadores: a) el tratamiento de aguas 

residuales y b) la recolección y disposición de residuos. 

Finalmente, la infraestructura de servicios se puede medir por medio de tres indicadores: a) la mo-

vilidad y comunicación, b) la disponibilidad de servicios y c) la accesibilidad por distancia.

Capital físico

Fuente: elaboración propia

2.2. Actividad económica

El desarrollo integral supone el crecimiento de la actividad económica y, sobre esa base, el aumento 

del empleo y la disminución de la pobreza y la desigualdad.

Según los Indicadores de Desarrollo Local y Regional para Gestión (IDLG e IDRG), el desarrollo de la 
actividad económica refiere a la estructura productiva de una localidad o una región, su desempeño 

y potencialidades. A los fines de su medición, la actividad económica se compone de dos dimensio-

nes (Scandizzo, 2006): 
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1)	 la estimación del empleo y 
2)	 la oferta y demanda económica. 

Como sostienen Ansgar Belke y Frank Baumgärtner (2008), el problema del desempleo trae conse-
cuencias duraderas para el individuo, como el deterioro del nivel de vida y problemas psíquicos, en-
tre otras. De acuerdo con ellos, tradicionalmente, “la oferta excedente en el mercado laboral se mide 
únicamente en función del índice de desempleo, sin considerar la oferta de mano de obra potencial 
que no está registrada como desempleada y que por ello no se refleja en las estadísticas” (2008: 162).

Siempre según Belke y Baumgärtner (2008), la política económica persigue otros tres objetivos ma-
croeconómicos: 1) el crecimiento económico, 2) la estabilidad del nivel de precios y 3) el equilibrio 
externo. En vista de que no es posible realizar los cuatro objetivos a la vez, se habla del “cuadrado 
mágico” de la política económica (2008: 164).

A escala local y regional, de acuerdo con el IDLG y el IDRG, el empleo se puede medir a través de la 
desocupación en una localidad o una región. En términos generales, se define como “desocupados” al 
conjunto de personas que no tienen ocupación, buscan activamente trabajo y están disponibles para 
trabajar en la semana que se realiza el relevamiento, incluyendo a los interrumpieron momentáneamente 
la búsqueda en dicha semana y a los suspendidos por más de un mes que buscaron activamente trabajo. 

A su vez, la oferta y demanda económica se pueden medir indirectamente mediante cinco indica-
dores: a) el consumo de energía eléctrica comercial e industrial (mide el uso de energía eléctrica por 
parte de consumidores de los sectores comercial, industrial y de servicios); b) el patentamiento de 
automotores nuevos (mide la cantidad de patentamientos de vehículos nuevos en el ámbito de la lo-
calidad o la región); c) las edificaciones (mide los permisos de edificación otorgados); d) las pernocta-
ciones hoteleras (mide la ocupación de los distintos tipos de alojamiento); y e) las expectativas eco-
nómicas (mide las percepciones de los individuos sobre el estado de la economía local o regional).

Actividad económica

Fuente: elaboración propia
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2.3. Capital humano

Según los Indicadores de Desarrollo Local y Regional para Gestión (IDLG e IDRG), el desarrollo del 

capital humano refiere a un conjunto básico de capacidades humanas que mejoran las oportu-

nidades de las personas. Además de considerárselas un fin, constituyen también un instrumento 

para el desarrollo integral. Para su medición, el capital humano se compone de tres dimensiones 

(Cingolani, 2004): 

1)	 la educación, 

2)	 la salud y 

3)	 el nivel de satisfacción de las necesidades básicas. 

De acuerdo con el IDLG y el IDRG, la educación se puede medir a través de tres indicadores: a) la 

alfabetización, b) la asistencia escolar y c) el nivel de instrucción. 

A su vez, la salud se puede medir mediante tres indicadores: a) la tasa de mortalidad infantil, b) el 

tipo de cobertura de salud (mide la población con cobertura por obra social y/o plan de salud pri-

vado o mutual) y c) el personal de salud por habitante (es la suma ponderada del personal de salud 

pública en la localidad o la región). 

Como se ha visto, el Índice de Desarrollo Democrático de América Latina considera la educación y la 

salud como dos de los cuatro indicadores de capacidad para generar políticas de bienestar (los otros 

dos son el desempleo urbano y los hogares bajo la línea de pobreza). El empleo se considera como 

indicador de actividad económica (Scandizzo, 2004), mientras que la pobreza estructural se mide a 

por medio del Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI).

Finalmente, el complemento de necesidades básicas insatisfechas (NBI) se puede medir por me-

dio de cinco indicadores: a) tipo de vivienda, b) hacinamiento, c) acceso a servicios sanitarios, d) 

acceso a educación y e) capacidad económica o de subsistencia. Los dos primeros indicadores resu-

men la calidad de la vivienda.

Se consideran hogares con NBI aquellos que presentan al menos uno de los siguientes indicado-

res de privación: a) hogares con más de tres personas por cuarto (hacinamiento); b) hogares en 

viviendas de tipo inconveniente según los materiales de construcción utilizados en pisos, paredes 

y techo (tipo de vivienda); c) hogares que no dispongan de ningún tipo de retrete (condiciones 

sanitarias); d) hogares con al menos un niño en edad escolar que no asista a la escuela (asistencia 

escolar); y e) hogares con cuatro o más personas por miembro ocupado y, además, cuyo jefe tu-

viera no más de dos años de nivel de educación primaria aprobados (capacidad económica o de 

subsistencia).
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Capital humano

Fuente: elaboración propia

2.4. Capital social

De acuerdo con Bernardo Kliksberg (2011), la idea de capital social surge cuando se deja de considerar 

a los seres humanos como “unidades individuales que actúan en el mercado como oferentes y deman-

dantes de bienes” y se atienden por lo menos cuatro dimensiones de relaciones entre ellos ajenas al 

mercado pero de gran peso en la vida concreta: 1) el “clima de confianza al interior de una sociedad”, 2) 

la “capacidad de asociatividad”, 3) la “conciencia cívica” y 4) los “valores éticos” (2011: 264-268).

Según los Indicadores de Desarrollo Local y Regional para Gestión (IDLG e IDRG), el desarrollo del 
capital social es un recurso de la sociedad derivado de las relaciones interpersonales en general y, 

particularmente, de la participación en grupos y organizaciones (formales e informales) y la confian-

za (interpersonal y en las instituciones) que facilitan la acción colectiva y la cooperación. A los fines 

de su medición, el capital social se compone de tres dimensiones (Cáceres, 2004): 

1)	 la participación en grupos y organizaciones, 

2)	 la confianza y 

3)	 la acción colectiva y cooperación. 

De acuerdo con el IDLG y el IDRG, la participación en grupos y organizaciones se puede medir a 

través de dos indicadores: a) la pertenencia a grupos y organizaciones y b) la participación activa en 

grupos y organizaciones. Se trata, pues, de la “participación en grupos y organizaciones” como indi-

cador de desarrollo del capital y no de la “participación política” como componente del desarrollo 

integral a escala local y regional.   

A su vez, la confianza se puede medir mediante dos indicadores: a) la confianza interpersonal y b) 

la confianza institucional. De esa manera, se compone de dos aspectos importantes: por una par-

te, la confianza de los individuos en la mayoría de las personas y, por la otra, la confianza en las 
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instituciones sociales: iglesia/s, policía, justicia, sindicatos o gremios, gobiernos o administraciones 

(nacionales, subnacionales o municipales), medios de comunicación (diarios y medios audiovisua-

les), escuela/s, hospitales y dispensarios, bancos, empresarios (grandes, medianos y pequeños), en-

tre otras. La confianza afecta y condiciona a los individuos en su predisposición a la acción colectiva 

y la cooperación.

Finalmente, la acción colectiva y cooperación se puede medir por medio de tres indicadores: a) la 

acción colectiva, b) la expectativa de acción colectiva y c) la expectativa de impacto.

Los indicadores de participación en grupos y organizaciones, de confianza y de acción colectiva y 

cooperación suponen una encuesta poblacional.

Capital social

Fuente: elaboración propia

2.5. Gestión de recursos financieros

Como se ha dicho, uno de los tres factores de la representación política es la “receptividad” (Martínez, 

2004). Por lo tanto, una democracia es “representativa” si los gobiernos son capaces de resolver los 

problemas públicos y satisfacer las necesidades sociales. La “receptividad” supone la eficiencia en la 

“gestión de recursos financieros”. 

La “gestión de los recursos financieros” y la “capacidad institucional” son las bases de la dirección pro-

ductiva de las políticas públicas en general y, particularmente, de las políticas para el desarrollo local 

y regional” (sobre este punto volveremos en el Cuaderno de Trabajo Nº 3). 

Sin una eficiente gestión de los recursos financieros (municipales, subnacionales o nacionales), el 

desarrollo (físico, económico, humano y/o social) de una localidad o una región) se hace difícil, im-

probable o imposible. La experiencia comparada demuestra que el déficit fiscal, la dependencia de 

las transferencias y los aportes de otras jurisdicciones , la desinversión y/o el endeudamiento no son 

sostenibles como políticas financieras para el desarrollo local y regional.

Según los Indicadores de Desarrollo Local y Regional para Gestión (IDLG e IDRG), la gestión de re-
cursos financieros pretende valorar la capacidad técnica, administrativa y gubernativa para un 
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manejo eficiente de los recursos financieros (municipales, subnacionales o nacionales) con respecto 

al desarrollo de una localidad o región. Para su medición, se compone de tres dimensiones (Scandiz-

zo, 2004): 

1)	 el funcionamiento financiero, 

2)	 la eficiencia financiera y 

3)	 la gestión del endeudamiento. 

De acuerdo con el IDLG y el IDRG, el funcionamiento se puede medir a través de tres indicadores: a) 

los ingresos propios, b) las transferencias y los aportes y c) los gastos corrientes. Se supone que el au-

mento de los ingresos propios en general y, particularmente, en proporción con las transferencias y 

los aportes de otras jurisdicciones por una parte, y la disminución de los gastos corrientes por la otra, 

indican un mejor funcionamiento de las finanzas públicas (municipales, subnacionales o nacionales).  

A su vez, la eficiencia financiera se puede medir mediante dos indicadores: a) la inversión de capital 

y obra pública y b) la efectividad fiscal. 

Finalmente, la gestión del endeudamiento se puede medir por medio de tres indicadores: a) el 

endeudamiento, b) los servicios de la deuda y c) la cobertura de intereses.

Gestión financiera

Fuente: elaboración propia

2.6. Transparencia

Como se ha dicho, uno de los tres factores de la representación política es la “rendición de cuentas” 

(Martínez, 2004). Por lo tanto, una democracia es “representativa” si los gobernados controlan las 

acciones de los gobernantes. La “rendición de cuentas” supone la “transparencia” como componente 

del desarrollo local y regional. 

La “transparencia” es la base de la difusión sin secretismos ni demagogias de los planes, programas 

o proyectos y las actividades en general y, particularmente, de las políticas para el desarrollo local y 

regional (sobre este punto volveremos en el Cuaderno de Trabajo Nº 3). 

Según los Indicadores de Desarrollo Local y Regional para Gestión (IDLG e IDRG), la transparencia es 

la posibilidad concreta que tienen los ciudadanos de tener acceso a información fiable como modo 
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de evitar acciones de corrupción. También incluye el estudio de la percepción poblacional de trans-

parencia y de la acción del gobierno (municipal, subnacional o nacional) con respecto al desarrollo 

de una localidad o región. A los fines de su medición, la transparencia se compone de dos dimensio-

nes (Riorda, 2004): 

1)	 el acceso a la información y 

2)	 la percepción de transparencia.

De acuerdo con el IDLG y el IDRG, el acceso a la información se puede medir a través de tres indica-

dores: a) la publicidad del presupuesto (presentado, aprobado y ejecutado; b) la publicidad de actos 

de gobierno (retribuciones totales de planta política y asesores, resultados de licitaciones públicas, 

publicidad del registro de obsequios y/o presentes y boletín oficial); y c) la presentación de declara-

ciones juradas de los integrantes de los poderes Ejecutivo y Legislativo. 

A su vez, la percepción de la transparencia se puede medir mediante dos indicadores: a) la per-

cepción de corrupción y b) la percepción de acción de gobierno. El primero refiere a la opinión de la 

ciudadanía con respecto la corrupción de los gobernantes, mientras que el segundo refiere también 

a la opinión de la ciudadanía, pero respecto con a la capacidad del gobierno (municipal, subnacional 

o nacional) para resolver los problemas locales o regionales.

Los indicadores de “acceso a la información” suponen un cuestionario a las autoridades (municipales, 

subnacionales o nacionales), mientras que los indicadores de percepción de la transparencia supo-

nen una encuesta poblacional a la sociedad local o regional correspondiente.

Transparencia

Fuente: elaboración propia

2.7. Capacidad institucional

Como se ha dicho, uno de los tres factores de la representación política es la “receptividad”, junto con 

la “representatividad” y la “rendición de cuentas” (Martínez, 2004). Por lo tanto, una democracia es 

“representativa” si los gobiernos son capaces de diseñar y gestionar políticas públicas que resuelvan 
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los problemas públicos y satisfagan las necesidades sociales. La “receptividad” supone la “capacidad 

institucional” como componente del desarrollo local y regional. 

La “capacidad institucional” y la “gestión de los recursos financieros” son las bases de la “productivi-

dad” del gobierno y la administración pública en la dirección de las políticas públicas en general y, 

particularmente, de las políticas para el desarrollo local y regional” (sobre este punto volveremos en 

el Cuaderno de Trabajo Nº 3). 

Sin una eficiente capacidad institucional, tanto gubernativa como administrativa (municipal, subna-

cional o nacional), el desarrollo (físico, económico, humano y/o social) de una localidad o una región 

también se hace difícil, improbable o imposible.  La experiencia comparada demuestra que las faltas 

o fallas de coordinación y/o concertación, de planificación del desarrollo y de gestión de los recursos 

humanos hacen insostenibles las políticas para el desarrollo local y regional.

Según los Indicadores de Desarrollo Local y Regional para Gestión (IDLG e IDRG), la capacidad ins-
titucional refiere a la potencialidad de los gobiernos (municipales, subnacionales o nacional) para 

promover el desarrollo local y regional.  Para su medición, la capacidad institucional se compone de 

dos dimensiones: 

1)	 la gestión asociada y 

2)	 la capacidad de gestión. 

De acuerdo con el IRLG y el IDRG, la gestión asociada se puede medir a través de dos indicadores: a) 

la coordinación intergubernamental (entre los gobiernos municipales, subnacionales y nacionales) 

y b) la concertación intersectorial (con los sectores no gubernamentales). A su vez, la capacidad de 
gestión se puede medir mediante dos indicadores: a) la planificación del desarrollo local y/o regio-

nal y b) la gestión de los recursos humanos. 

Los indicadores de gestión asociada y de capacidad de gestión suponen un cuestionario a las auto-

ridades sobre convenios con gobiernos o administraciones públicas y con organizaciones privadas 

y sobre regímenes legales respecto de la planificación del desarrollo, el ingreso y la carrera adminis-

trativa por concurso.

Capacidad institucional

Fuente: elaboración propia
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2.8. Participación política

Como se ha dicho, dos de los tres factores de la representación política son la “representativi-
dad” y la “rendición de cuentas” (Martínez, 2004). Por lo tanto, una democracia es “representa-
tiva” si los gobernantes son elegidos por los gobernados mediante elecciones competitivas y, 
también, si los gobernados participan en las decisiones de los gobernantes. La “representati-
vidad” y la “rendición de cuentas” suponen la “participación política” tanto electoral como no 
electoral, respectivamente.

La “participación política no electoral” es la base del diagnóstico participativo, mientras que la “par-
ticipación política electoral” es la base de la decisión de las políticas públicas en general y, parti-
cularmente, de las políticas para el desarrollo local y regional (sobre este punto volveremos en el 
Cuaderno de Trabajo Nº 2). 

Según los Indicadores de Desarrollo Local y Regional para Gestión (IDLG e IDRG), la participación 
política se refiere al involucramiento de las personas en procesos políticos mediante esfuerzos de 
expresión, representación y responsabilización en el nivel del Estado. A los fines de su medición, se 
compone de dos dimensiones (Nazareno, 2004): 

1)	 la apertura institucional y de gestión y 
2)	 el activismo cívico.

De acuerdo con el IDLG y el IDRG, la apertura institucional y de gestión se puede medir a través 
de tres indicadores; a) la apertura institucional, b) la apertura de gestión (municipal, subnacional o 
nacional) y c) la percepción de apertura institucional y de gestión. La “apertura institucional” refiere 
a los institutos de democracia semidirecta en la localidad o la región, mientras que la “apertura de 
gestión” refiere al diseño y/o la gestión de políticas para el desarrollo local o regional con la partici-
pación de los destinatarios.

A su vez, el activismo cívico se puede medir mediante cuatro indicadores: a) el activismo efectivo 
electoral (voto); b) el activismo efectivo institucional (presentación de planes, programas o proyec-
tos, participación en consultas populares, audiencias públicas, consejos consultivos o presupuestos 
participativos), c) el activismo efectivo no institucional (participación en actos de protesta) y d) la 
percepción de activismo cívico (o “activismo potencial”). 

La “apertura de los gobiernos” supone un cuestionario a las autoridades, mientras que el “activismo 
electoral” supone consulta/s a la/s junta/s electoral/es. La “percepción de  apertura institucional y de 
gestión”, el “activismo institucional”, la “participación no institucional” y la “percepción de activismo 

cívico” suponen una encuesta poblacional. 
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Participación política

Fuente: elaboración propia
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CAPÍTULO III:

POLÍTICAS PÚBLICAS PARA  

EL DESARROLLO LOCAL Y REGIONAL

1. ¿Qué son las políticas para el desarrollo local y regional?

¿Cuál es la razón de ser y cuáles son los fines de las políticas para el desarrollo local y regional? ¿Por qué 

y para qué analizarlas, diseñarlas, gestionarlas y evaluarlas? Desarrollar el marco teórico de un mode-

lo de análisis, diseño, gestión y evaluación de políticas para el desarrollo local y regional implica un 

conjunto de respuestas. 

Buscando ese marco teórico, en una primera definición, decimos que “las políticas para el desarrollo 

local y regional son planes (programas o proyectos) y actividades que un Estado (nacional, subnacio-

nal o municipal) diseña y gestiona en la búsqueda del bien común de una localidad o una región, la 

satisfacción social y la aprobación ciudadana”. 

No dudamos en afirmar que el bien común es su razón de ser (CELAM, 2007) y que, consecuente-

mente, la satisfacción social y la aprobación ciudadana son sus fines (Aguilar Villanueva, 2011). Asi-

mismo, aseveramos que las políticas para el desarrollo local y regional son herramientas del Estado 

(municipal, subnacional o nacional). 

Esa definición entraña dos nociones que la explican y la justifican desde el enfoque teórico que 

sostenemos: 

1)	 Un Estado (nacional, subnacional o municipal) como responsable principal.

2)	 Una localidad o una región como primeras finalidades y partícipes necesarias. 

El Estado puede ser municipal, subnacional27 o nacional. Desde este punto de vista, las políticas para 

el desarrollo de una localidad o una región pueden ser municipales, pero también subnacionales o 

nacionales. Por lo tanto, la búsqueda del desarrollo integral a escala local y regional debe entenderse 

como una responsabilidad concurrente.

27	 De acuerdo con el régimen federal de la República Argentina, las provincias deben ser consideradas como Estados 
subnacionales, por ejemplo.
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Noción de políticas para el desarrollo local y regional

Fuente: elaboración propia

A su vez, la “localidad” es un concepto amplio que incluye los municipios (independientemente de 

su población o de su territorio), mientras que la “región” puede incluir las poblaciones y los territorios 

de varios Estados municipales,28 subnacionales29 o nacionales.30    

El Estado decide y acciona a través de un gobierno y una administración (municipal, subnacional o 

nacional). A su vez, la localidad o la región se organizan por medio de sus sectores integrantes: el 

estatal, los sectores privados (con y sin fines de lucro) y el ciudadano. Las políticas son públicas por 

dos razones igualmente importantes, a saber: 

1)	 porque su responsable principal es un Estado, a través de un gobierno y una administra-

ción pública (enfoque descriptivo);

2)	 porque sus primeras finalidades deben ser una localidad o una región por medio de sus 

sectores integrantes (enfoque prescriptivo) (Graglia, 2004). 

Desde una noción simplemente descriptiva, se dice que las políticas para el desarrollo local y regio-

nal son planes (programas o proyectos) y actividades estatales. Pero desde una noción más prescrip-

tiva, se agrega que deben buscar la satisfacción social y la aprobación ciudadana. 

La noción simplemente descriptiva define las políticas para el desarrollo local y regional “desde el 

sujeto” (el Estado). En cambio, la noción más prescriptiva las define “hacia el objeto” (la localidad o la 

región). De esa manera, puede haber planes (programas o proyectos) y también actividades pero sin 

políticas para el desarrollo local y regional. 

Si se adopta una noción simplemente descriptiva, cualquier plan (programa o proyecto) o cualquier 

actividad estatal que privatizara o estatizara un servicio público (de recolección de residuos, por 

ejemplo) en una localidad o una región sería una política para el desarrollo local y regional. 

28	 Las “regiones” de la provincia de Córdoba en la República Argentina son un ejemplo de región que incluye varios 
Estados municipales. 

29	 La “Región Centro” en la República Argentina es un ejemplo de región que incluye varios Estados subnacionales: 
las provincias de Córdoba, Santa Fe y Entre Ríos. 

30	 El “Mercosur” es un ejemplo de región que incluye varios Estados nacionales.
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Pero si se adopta una noción más prescriptiva, la estatización o la privatización de ese servicio sería 

una política para el desarrollo local y regional solamente si fuese capaz de subordinar los intereses 

de los gobernantes y/o las demandas de los empresarios a las necesidades de la localidad o la región 

(el medioambiente, por ejemplo). 

Sin dudas, la opción entre ambas nociones (la descriptiva o la prescriptiva) depende de la filosofía 

política que se adopte como punto de partida. Inspirados por el humanismo cristiano, nos inclina-

mos a favor de la noción más prescriptiva por dos razones básicamente: 

1)	 porque orienta los planes (programas o proyectos) y las actividades estatales a la bús-

queda del bien común, la satisfacción social y la aprobación ciudadana;

2)	 porque, de esa manera, prestigia el concepto de política para el desarrollo local y regio-

nal como herramienta del Estado al servicio de la localidad o la región.

Entonces, todas las políticas para el desarrollo local y regional son planes (programas o proyectos) 

y actividades que buscan la satisfacción social y la aprobación ciudadana; pero no todos ellos son 

políticas para el desarrollo local y regional, sino solamente aquellos que, además, “tienen al Estado 

como responsable principal”. 

Asimismo, todas las políticas para el desarrollo local y regional son planes (programas o proyectos) y 

actividades que tienen al Estado como responsable principal; pero no todos ellos son políticas para 

el desarrollo local y regional, sino solamente aquellos que, además, “buscan la satisfacción social y la 

aprobación ciudadana”. 

A partir de esas nociones puede desarrollarse un modelo que trate de responder al cómo, es decir, a 

las cuestiones metodológicas: cómo “analizar y diseñar” y cómo “gestionar y evaluar” políticas para el 

desarrollo local y regional31 que tengan al Estado como principal responsable y a la sociedad local o 

la región como primera finalidad. 

Claramente, el cómo se subordina al por qué y al para qué. Es decir, lo metodológico se relaciona 

estrechamente con lo ideológico. Un modelo de análisis, diseño, gestión y evaluación subordinado a 

esa razón de ser y esos fines debería reconocer las características siguientes (Graglia,  2004):

1)	 la doble tendencia hacia la integración (Ensinck, 2008) y  la descentralización (Gill, 2010) 

de competencias y recursos estatales junto con el protagonismo creciente de los secto-

res privados (con y sin fines de lucro) y ciudadano (Aguilar Villanueva, 2011);

2)	 la subordinación de los intereses político-gubernamentales del Estado y las demandas 

económico-empresariales del mercado al bien común de la localidad o la región y, a su 

vez, la subordinación del bien común de la localidad o la región a la dignidad de la per-

sona humana (Casaretto, 2011). 

Desde ya, adelantamos que el Estado es el responsable “principal”, pero no exclusiva ni excluyen-

temente, y que la localidad o la región deben ser vistas como primeras finalidades pero, a la vez, 

31	 Del análisis y el diseño (diagnóstico y decisión) nos ocupamos en el Cuaderno de Trabajo Nº 2, mientras que de la 
gestión (dirección y difusión) y la evaluación nos ocupamos en el Cuaderno de Trabajo Nº 3.
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consideradas como partícipes necesarias. Siguiendo el enfoque de “gobernanza” de Aguilar Villanue-

va (2010), el Estado es necesario pero insuficiente.

Gobernanza “representa el nuevo perfil que ha ido tomando el modo de gobernar y que destaca el 

hecho de que gobierno y sociedad, sin perder su diferencia e independencia, producen ahora en 

modo asociado (‘coproducen’) un buen número de políticas, inversiones, proyectos, y servicios pú-

blicos” (Aguilar Villanueva, 2010: 35-36).   

El mismo Aguilar Villanueva aclara que ese nuevo proceso de gobernar “no denota ni ensalza en nin-

gún modo el principio de la autorregulación y orden social mediante la mano invisible de mercados 

o sólo por los vínculos morales y afectivos de solidaridad, confianza y cooperación de las organiza-

ciones de la sociedad civil” (2010: 43). 

Nuestra noción de políticas en general y, particularmente, de políticas para el desarrollo local y re-

gional “a modo de gobernanza”, reivindica un Estado presente y, a la par, una localidad o una región 

partícipes. Ese concepto de síntesis y sinergia entre lo estatal y lo social anima nuestro marco teórico.

2. Un Estado como responsable principal

2.1. Planeamiento estratégico y políticas de Estado

Sin planeamiento no hay políticas públicas y sin políticas públicas no hay políticas de Estado. A su 

vez, el planeamiento puede ser estratégico o no. Respecto de las etapas para la elaboración de un 

plan estratégico, García Pizarro (2007) distingue cinco, a saber: 

1)	 Organización de la estructura interna y externa del plan

2)	 Diagnóstico

3)	 Escenarios posibles y determinación del modelo futuro

4)	 Determinación de la agenda del plan

5)	 Puesta en marcha del plan

Según Alfredo Osorio (2003), las fases (grandes bloques) de actividades del planeamiento estratégi-

co son las siguientes:

1)	 Apreciación de la situación: esta primera fase del planeamiento estratégico consiste 

en la reunión y valoración de información y describe el estado actual del organismo en 

sus relaciones internas y en sus múltiples vinculaciones con el contexto.

2)	 Diseño normativo y prospectivo: el diseño normativo y prospectico es la determina-

ción de la situación ideal a alcanzar, o situación objetivo, que describe el estado futuro 

deseado (conjeturalmente), con relativa autonomía de la posibilidad de alcanzarlo.

3)	 Análisis y formulación estratégica: es la evaluación del presente en términos del fu-

turo deseado y la determinación de la factibilidad de las operaciones y acciones para 

alcanzarlo, estableciendo un modelo operacional que describe cómo llegar desde el 

presente al futuro deseado.

4)	 Acción táctica operacional: es la puesta en práctica de las operaciones y las acciones 

establecidas en el plan estratégico y su versión operacional.
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Los momentos de la planificación estratégica situacional (PES) propuestos por Carlos Matus (citado 

por Osorio, 2003: 66) son los siguientes:

1)	 El momento explicativo: indagación y construcción conceptual de la realidad “como 

fue, como es y como tiende a ser”.

2)	 El momento normativo: cómo “debe ser” la realidad una vez realizada la acción.

3)	 El momento estratégico: articulación del “deber ser” con el “puede ser”.

4)	 El momento operacional: acciones emprendidas para alcanzar los objetivos: hacer y 

recalcular.

La planificación estratégica, el diseño y la gestión de políticas para el desarrollo local y regional son 

complementarias, pero no se suponen recíprocamente. La planificación estratégica puede ser un 

valioso punto de partida a los fines diseñar y gestionar políticas para el desarrollo local y regional, 

pero no es un requisito indispensable. 

Si al momento de diseñar una política para el desarrollo local y regional hubiera un plan estratégico, 

lo recomendable es tomarlo como base. Pero si no lo hubiera, entonces, lo recomendable es iniciar el 

proceso de diseño y, paralelamente, considerar la posibilidad de formular un plan estratégico.  

Suele decirse que la planificación a largo plazo o el consenso inicial son las notas distintivas entre las 

políticas para el desarrollo local y regional y las “políticas de Estado”. Obviamente, ambas son condi-

ciones favorables, indudablemente, pero no la distinción fundamental. 

A veces se planifica a largo plazo o se consigue un consenso inicial, pero el gobierno siguiente in-

terrumpe las actividades. Otras veces, en cambio, se planifica a corto (o a mediano plazo) o no se 

supera un conflicto inicial, pero el gobierno siguiente continúa las actividades. La continuidad es, 

pues, la distinción fundamental.

2.2. Proyectos y actividades 

Sin proyectos no hay políticas para el desarrollo local y regional. Se entienden los “proyectos” en 

sentido amplio, o sea, como integrantes de programas y planes. En sentido restringido, los planes se 

diferencian de los programas, y estos de los proyectos, por la amplitud de los objetivos y, también, 

por la extensión de los plazos. 

Los objetivos de los planes son más amplios con respecto a los programas y los objetivos de los 

programas son más amplios con respecto a los proyectos. A su vez, los planes son a largo plazo, 

mientras que los programas y los proyectos son a mediano plazo y a corto plazo, respectivamente. 

Técnicamente, un plan abarca varios programas y proyectos. 

Los proyectos, programas y planes (sean estratégicos o no) son una condición necesaria pero in-

suficiente. Como se ha dicho, sin ellos no hay políticas públicas. Pero vale la pena subrayar que las 

políticas son, también, actividades. Sin actividades tampoco hay políticas para el desarrollo local y 

regional. 

Se definen las actividades en sentido amplio, o sea, como sinónimo de tareas (obras o servicios). 

Los proyectos, programas y planes deben ser accionados. La satisfacción social y la aprobación 
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ciudadana son imposibles sin acciones. Por supuesto, lo ideal es que esas acciones hayan sido plani-

ficadas, programadas o proyectadas previamente.

Los proyectos, programas o planes sin actividades no son políticas para el desarrollo local y regional. 

Son simples proyectos, programas o planes que muestran voluntarismo gubernamental. Muchas 

veces se anuncian “políticas para el desarrollo local y regional” que no se han implementado. 

Según nuestro punto de vista, no cabe denominarlas ni considerarlas “políticas”. En el mejor de los 

supuestos, pueden ser “planes, programas o proyectos para el desarrollo local y regional”. Luego, si 

se convierten en actividades, entonces, pueden considerarse “políticas”. 

Asimismo, las actividades sin proyectos, programas y planes tampoco son políticas para el desarrollo 

local y regional. Son simples actividades que demuestran activismo administrativo. Muchas veces se 

anuncian “políticas para el desarrollo local y regional” que no se han planeado. 

Según nuestro punto de vista, tampoco cabe denominarlas ni considerarlas “políticas”. En el mejor 

de los supuestos, pueden ser “actividades para el desarrollo local y regional”. Luego, si provienen de 

planes, programas y proyectos, entonces, pueden considerarse políticas.  

Solamente juntos, proyectos, programas y planes por una parte “y” actividades por la otra, configu-

ran una política para el desarrollo local y regional. Nos parece trascendente destacar que se trata de 

una conjunción y no de una disyunción. No se trata del planeamiento o de la implementación como 

opciones exclusivas o excluyentes. 

Se trata, pues, de un planeamiento que se implemente “después” o de una implementación que se 

planee “antes”. Dicho en otros términos, de “proyectos, programas o planes accionados” o de “accio-

nes planificadas, programadas y proyectadas”, indistintamente. En la teoría es fácil decirlo, pero en la 

práctica es difícil hacerlo.

Muchas veces, no se implementa lo que se ha planeado o no se ha planeado lo que se implementa.  

La experiencia de muchas localidades y regiones muestra que hay planes (programas o proyectos) 

para el desarrollo local y regional que nunca se pusieron en marcha y, a la vez, que hay muchas acti-

vidades sin objetivos ni plazos definidos. 

Se supone que se debe planear primero e implementar después. Pero si la realidad local o regional 

demuestra que ese ideal no es real, entonces, se debe planear mientras se implementa, simultánea-

mente. Si no se ha planeado lo futuro, por lo menos se debe planear lo presente.   

2.3. Gobierno y administración pública

En general y particularmente en relación con las políticas para el desarrollo local y regional, los planes 

(programas y proyectos) deben ser decididos por los gobiernos, mientras que las actividades deben ser 

accionadas por las administraciones (nacionales, subnacionales o municipales) (Aguilar Villanueva, 2010). 

Claramente, el gobierno no es la administración pública y la administración pública no es el gobier-

no. Al primero corresponde la decisión política de los planes (programas y proyectos). A la segunda 

corresponde la acción operativa de las actividades. Esas son sus naturalezas. Por eso es elegido el 

gobierno y para eso está organizada la administración. 
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Un gobierno que no toma decisiones no gobierna. Luego, tomar decisiones correctamente es “go-

bernar bien”  (García Pizarro, 2007). Asimismo, una administración pública que no implementa accio-

nes no administra. Luego, accionar correctamente es “administrar bien” (García Pizarro, 2007). 

Pero el gobierno no puede ignorar a la administración pública: debe decidir (y hacerse cargo de sus 

decisiones) consultándola. A su vez, la administración pública no puede ignorar al gobierno: debe 

accionar (y hacerse cargo de su acciones) consultándolo. Gobierno y administración son anverso y 

reverso de la realidad estatal. 

Cuando los gobernantes ignoran a los administradores públicos, gobiernan mal. Cuando los admi-

nistradores públicos ignoran a los gobernantes, administran mal. Unos u otros desatienden sus de-

beres. Gobierno y administración van de la mano.  No administrar es “desgobernar” y no gobernar es 

“desadministrar”. 

Claramente, no hay Estado sin gobierno y no hay gobierno sin administración.  Pero, en relación con 

sus responsabilidades, debe establecerse un orden de prelación. El primero debe hacerse respon-

sable de la administración del Estado. Pero la segunda no puede responsabilizarse del gobierno del 

Estado. 

Si la administración pública no es productiva, el gobierno debe hacer reformas administrativas, debe 

reorganizar las plantas de personal y las estructuras organizacionales. Pero si el gobierno no es re-

presentativo, la administración pública no puede hacer reformas políticas, no puede modificar los 

sistemas electorales o de partidos políticos. 

Para tener políticas para el desarrollo local y regional son imprescindibles tanto los planes (progra-

mas y proyectos) gubernamentales como las actividades administrativas. Las fallas del gobierno y/o 

de la administración pública son causas del subdesarrollo local y regional. 

Luego, los planes (programas o proyectos) y las actividades estatales pueden ser diseñados o gestio-

nados directamente o a través de terceros. No se trata de un debate ideológico, sino de una opción 

metodológica. En cualquier caso, se requiere “la profesionalidad del servicio civil” en términos de 

Villoria Mendieta (2000). 

El diagnóstico o el planeamiento de una política para el desarrollo local y regional pueden encar-

garse a una organización civil. La realización de una obra o la prestación de un servicio pueden 

contratarse a una empresa privada (la pavimentación de calles o avenidas, el barrido y la limpieza, 

por ejemplo). 

Ahora bien, desde nuestro punto de vista, lo que no se debe delegar es la responsabilidad tanto del 

gobierno como de la administración pública en relación con los resultados de las políticas diseñadas 

o gestionadas parta el desarrollo local y regional. La responsabilidad de cara a la localidad o la región 

es indelegable. 

Clara y definitivamente, esa debe ser la característica fundamental de un Estado (nacional, subna-

cional o municipal) “responsable”.  Se puede encargar un diagnóstico o un planeamiento como se 

puede contratar una obra o un servicio, pero el Estado sigue siendo el principal responsable del 

desarrollo de la localidad o la región.
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2.3.1. Integración y descentralización

Desde nuestro punto de vista, el desarrollo a escala local y regional es imposible si los Estados no 

se integran ni se descentralizan. La integración y la descentralización son procesos diferentes pero 

complementarios. Ambos suponen una respuesta de los Estados a la globalización de la economía 

y de la sociedad. 

La “integración” (Ensinck, 2008) es un proceso a través del cual los Estados nacionales se asocian en 

uniones interestatales o supraestatales. Un ejemplo al respecto es la Unión de Naciones Suramerica-

nas (UNASUR), integrada por Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guyana, Paraguay, 

Perú, Surinam, Uruguay y Venezuela.

Por ejemplo, de acuerdo con su Tratado Constitutivo (Brasilia, 23 de mayo de 2008), la Unión de Na-

ciones Suramericanas “tiene como objetivo construir, de manera participativa y consensuada, un 

espacio de integración y unión en lo cultural, social, económico y político entre sus pueblos”.

Pero la integración no se limita a los Estados nacionales. También los Estados subnacionales y los 

Estados municipales se unen en asociaciones intergubernamentales en el interior de los Estados na-

cionales. En la República Argentina, la “Región Centro” y las “comunidades regionales” de la provincia 

de Córdoba son sendos ejemplos al respecto. 

Claramente hay cuestiones para las cuales los Estados resultan “pequeños” y se integran mediante 

asociaciones. A su vez, hay cuestiones para las cuales los Estados resultan demasiado “grandes” y se 

descentralizan. La integración y la descentralización suponen diálogo político, conflictos y resolu-

ción de conflictos. 

La “descentralización” (Gill, 2010) es un proceso de transferencias de competencias y recursos que 

puede darse en los Estados federales o en los unitarios. En los federales, los Estados nacionales trans-

fieren a los subnacionales y estos, a los municipales. En los regímenes unitarios, los Estados naciona-

les transfieren a los subnacionales o municipales. 

La descentralización de competencias sin recursos ha caracterizado las estrategias de minimización 

del Estado neoliberal de derecho. Esa descentralización ha desfinanciado a los Estados subnaciona-

les o municipales y, de esa manera, ha perjudicado el desarrollo local y regional.

A partir de este doble proceso de integración y descentralización aparecen nuevos actores políticos 

provenientes del sector estatal que se suman a los gobiernos y las administraciones públicas (nacio-

nales, subnacionales o municipales). Se trata de las “asociaciones intergubernamentales”. 

Las políticas para el desarrollo local y regional deben ser diseñadas y gestionadas por un gobierno y 

una administración pública, por supuesto. Pero, inexorablemente, en coordinación con otros gobier-

nos y otras administraciones públicas y, además, con asociaciones intergubernamentales a escala 

internacional, subnacional y municipal. 

Si se diseña o gestiona una política nacional para el desarrollo local y regional del capital físico o de 

la actividad económica, por ejemplo, el gobierno nacional no debería ignorar a los gobiernos subna-

cionales o municipales ni a otros gobiernos nacionales. 
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Si se diseña o gestiona una política subnacional para el desarrollo local y regional del capital huma-

no, por ejemplo, el gobierno subnacional no debería ignorar al gobierno nacional o a los gobiernos 

municipales ni a otros gobiernos subnacionales. 

Si se diseña o gestiona una política municipal para el desarrollo local y regional del capital social, por 

ejemplo, el gobierno municipal no debe ignorar al gobierno nacional o al gobierno subnacional ni a 

otros gobiernos. 

Si se diseña o gestiona una política nacional, subnacional o municipal para el desarrollo local o re-

gional del capital físico, de la actividad económica, del capital humano y/ o del capital social, no se 

debería ignorar a las asociaciones intergubernamentales.

2.3.2. Protagonismo de los sectores privados y ciudadanos

Mientras tanto, en el exterior de la organización estatal se observa el protagonismo creciente de 

los actores sociales y, consecuentemente, la pérdida del liderazgo exclusivo y excluyente del sector 

estatal en el diseño y la gestión de las políticas para el desarrollo local y regional. 

Doistua (2000) sostiene al respecto que no asistimos necesariamente a la disolución del Estado, sino 

a un nuevo equilibrio entre el protagonismo de otros sectores y la pérdida de liderazgo excluyente 

del gobierno y la administración pública.  

El mismo Doistua (2000) aclara que esto no significa ni su desaparición ni el relevo en este liderazgo 

exclusivo por otros sectores. “Se impone la sociedad en su conjunto, como la suma de sectores y 

agentes con propuestas e iniciativas de naturaleza distinta, pero cada vez más interdependientes” 

(2000: 30). 

Indudablemente, en el marco de la globalización y la “sociedad red”, el Estado sigue siendo el res-

ponsable principal, pero su liderazgo no es exclusivo ni excluyente sino relacional o compartido con 

sectores privados (con y sin fines de lucro) y con el sector ciudadano.

Según Dositua (2000), en cuanto al “sector comercial o industrial”, queda mayoritariamente iden-

tificado como sector privado con ánimo de lucro, dependiendo del acento puesto en la actividad 

comercial de intercambio de bienes y servicios o en la actividad productiva. 

Respecto al “sector voluntario, asociativo o tercer sector”, quedan patentes los aspectos de acuerdo 

y discrepancia sobre “su carácter sin ánimo de lucro, su implícito rasgo de privacidad y la matizada 

diferencia entre lo voluntario y lo asociativo”. Finalmente, Doistua (2000) introduce un novedoso 

“sector ciudadano” (2000: 29-30). 

¿Quiénes son los actores de esos sectores? Los actores sociales provenientes de los sectores privados 

(con y sin fines de lucro) son, respectivamente:

1)	 las empresas privadas (tanto las empresas grandes como las pequeñas y medianas 

empresas);

2)	 las organizaciones civiles (asociaciones o fundaciones, gremios y sindicatos, universida-

des, etc.). 
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Las personas individualmente consideradas (sin pertenencia al sector estatal ni a los sectores empre-

sariales o civiles) son los actores sociales del sector ciudadano.

Si se diseña o gestiona una política (nacional, subnacional o local) para el desarrollo local y regional, 

no se deben ignorar las empresas privadas ni las organizaciones civiles de la localidad o la región. 

Tampoco se puede ignorar a los ciudadanos sin sectores de pertenencia. 

Luego, los mecanismos para consultarlos son muchos desde el punto de vista metodológico. Se pue-

den distinguir mecanismos formales (consejos económicos y sociales, consultas populares, etc.) y los 

mecanismos informales (desde las entrevistas a informantes clave hasta los grupos focales, incluyen-

do, por supuesto, las encuestas de opinión pública). 

Pero desde el punto de vista teórico, la conclusión es una: deben ser consultados antes de decidir, 

negociando y concertando con ellos después. Sobre este punto volveremos al examinar la implan-

tación social y la concertación intersectorial en la dirección de políticas para el desarrollo local y 

regional (Cuaderno de Trabajo Nº 3).

Se impone, pues, un “modelo relacional” de políticas para el desarrollo local y regional, con gobernantes 

y administradores públicos que se relacionen entre ellos, con dirigentes privados (empresariales y civi-

les) y con ciudadanos, en la búsqueda del bien común, la satisfacción social y la aprobación ciudadana. 

3. La sociedad local o regional como primera finalidad

3.1. Necesidades locales y regionales

Las necesidades son carencias de uno o más sectores integrantes de la localidad o la región, es decir, 

lo que se precisa o se requiere para alcanzar una calidad de vida deseada como bien común. La nece-

sidad  local o regional se puede definir por la negativa o por la afirmativa, vale decir, como necesidad 

insatisfecha o como necesidad a satisfacer. 

Se puede hablar, por ejemplo, del desempleo o de la inseguridad (por la negativa) o del empleo y la 

seguridad (por la positiva). Si bien la mayoría de los indicadores existentes miden la insatisfacción y 

no la satisfacción (desempleo urbano o tasa de homicidios cada 100.000 habitantes, por ejemplo), 

nos parece recomendable la definición por la positiva.

La definición de las necesidades locales o regionales depende de diferentes factores. Entre ellos, 

destacamos dos que nos parecen muy importantes. Por una parte, el marco ideológico. Por la otra, el 

entorno social, político y económico de cada localidad o cada región. 

No se puede negar la influencia de las ideologías de los analistas, diseñadores, gestores y evalua-

dores de políticas públicas, mucho menos si se trata del desarrollo local y regional. Asimismo, una 

necesidad puede estar insatisfecha en una localidad y satisfecha en otra, puede estar satisfecha hoy 

pero estuvo insatisfecha antes o lo estará después.  

Desde nuestro punto de vista, las “necesidades locales o regionales” deben ser considerarlas en par-

ticular (y no en general). Por lo tanto, se deben especificar el o los sectores destinatarios de la política 

pública junto con las materias de las que se ocupa y los territorios donde se aplica. 
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Por ejemplo, con respecto a los sectores destinatarios, se pueden distinguir las necesidades de las 

familias, los niños, adolescentes, jóvenes o ancianos (Petrini, 2006), los pobres y excluidos, las perso-

nas que viven en la calle, los inmigrantes o emigrantes, los enfermos, los adictos dependientes o los 

detenidos en cárceles (CELAM, 2007). 

Respecto de las materias, se pueden distinguir las necesidades de vivienda, medioambiente e in-

fraestructura de servicios (Pacharoni, 2004), empleo y crecimiento (Scandizzo, 2004), educación, 

salud y complemento de necesidades básicas insatisfechas (Cingolani, 2004), de participación, con-

fianza, acción colectiva y cooperación (Cáceres, 2004). 

A su vez, en cuanto a los territorios, se pueden distinguir las necesidades de uno o más barrios de una 

localidad (pequeña, mediana o grande demográficamente) o de una o más zonas urbanas o rurales 

de una región dentro de un Estado nacional o subnacional (Gill, 2010), por ejemplo.

Se recomienda a los diseñadores la identificación de necesidades locales y regionales por sector 

o sectores particulares y, también, por materias y por territorios también particulares (sobre este 

punto volveremos en el Cuaderno de Trabajo Nº 2, al considerar el diagnóstico de políticas para el 

desarrollo local y regional). 

En primer lugar, porque si se recortan las necesidades locales y regionales a satisfacer por sector, 

por materia y territorio, el diseño se pone en marcha más rápidamente y cuesta menos. En segundo 

lugar, porque de esa manera la gestión puede enfocarse a los sectores más débiles, en las materias 

pendientes y en los territorios subdesarrollados. 

Desde nuestro punto de vista, a partir de una convicción ideológica previa al diseño y la gestión de 

las políticas públicas, el gobierno, en consulta con la administración pública y la sociedad civil, debe 

definir la o las estrategias para el desarrollo local y regional. Por supuesto, esa definición debería 

estar en la plataforma electoral.

La o las estrategias para el desarrollo local y regional implican saber, antes de iniciar el proceso de 

diseño y gestión de las políticas, cuáles serán los sectores sociales a privilegiar, cuáles serán las mate-

rias y cuáles serán los territorios a atender preferentemente. 

3.1.1. Necesidades y demandas

Las necesidades en general y, específicamente, las necesidades de una localidad o una región, pue-

den ser “actuales” o “potenciales”. Las necesidades actuales son las “necesidades demandadas”, mien-

tras que las necesidades potenciales son las “necesidades no demandadas”. 

Las “necesidades demandadas” son carencias cuya satisfacción es peticionada por uno o más sectores de 

la localidad o la región. La seguridad y el empleo son las dos necesidades más demandadas en América 

Latina, según los estudios que realiza la Corporación Latinobarómetro (Latinobarómetro, 2012/2013). 

Junto con las necesidades demandadas están las “necesidades no demandadas”, es decir, carencias 

cuya satisfacción no es peticionada por uno o más sectores de la localidad o la región. El desarrollo 

del capital social puede ser un ejemplo al respecto. No se demanda (o rara vez se demanda) partici-

pación, confianza o acción colectiva y cooperación.
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Se demanda vivienda e infraestructura de servicios, se demanda empleo y crecimiento, se demanda 

educación, salud y complemento de necesidades básicas insatisfechas, por ejemplo. El medioam-

biente es un ejemplo de cómo una necesidad pasa de no demandada a demandada. 

Muchos opinan que un “buen gobierno” (García Pizarro, 2007) debería ocuparse preferentemente 

de las primeras (necesidades demandadas), pero preocuparse por las segundas (necesidades no de-

mandadas). La capacidad de anticipación distingue a un buen gobierno de un gobierno común y 

corriente. Si la necesidad está, la demanda aparecerá.

Un gobierno común y corriente espera la demanda. Un buen gobierno la anticipa. ¿Cómo? Anticipar 

la demanda significa diagnosticar las necesidades, los problemas y las soluciones posibles, tomar las 

decisiones y formular los planes, programas y proyectos a los fines de satisfacerlas. 

Junto con las necesidades demandadas o no demandadas, hay que considerar las “demandas que 

no responden a necesidades”. No pocas veces, en una la localidad o una región, los sectores sociales 

demandan lo que no necesitan. Las razones (o sinrazones) pueden ser diferentes. Entre ellas, las pro-

mesas demagógicas de las campañas electorales.

El dilema de los gobiernos es, entonces, la tentación demagógica del “sí” o los eventuales costos del 

“no”. Atender las demandas que no responden a necesidades puede causar crisis fiscales, pero no 

atenderlas puede causar crisis políticas y, en ambos casos, situaciones de ingobernabilidad (Aguilar 

Villanueva, 2010).  

Finalmente, hay planes (programas y proyectos) o actividades que no responden a necesidades ni 

a demandas. Insólita pero frecuentemente, diversas decisiones gubernamentales o acciones admi-

nistrativas se ocupan de cuestiones que no responden a necesidades ni a demandas de los sectores 

sociales de una localidad o una región. 

No se sabe por qué ni para qué se diseñaron y/o gestionaron. No hay carencias que los justifiquen ni 

peticiones que las expliquen... pero han sido elaborados e implementados. Obras públicas de dudo-

sa utilidad social son testimonios de esta situación en muchas localidades y regiones. 

 En síntesis, un “buen gobierno” (García Pizarro, 2007) debería: 

1)	 ocuparse primero y principalmente de las necesidades que son demandadas, 

2)	 preocuparse de las necesidades que no son demandadas, elaborando los planes, pro-

gramas y proyectos a los fines de satisfacerlas, 

3)	 desactivar las demandas que no respondan a necesidades reales, sin causar crisis po-

líticas y 

4)	 no elaborar planes (programas o proyectos) ni poner en marcha actividades si no hay 

necesidades o demandas que lo justifiquen o lo expliquen. 

3.1.2. Necesidades y problemas

Las necesidades locales y regionales y los problemas públicos no son iguales y, por lo tanto, deben 

diferenciarse a los fines del diseño y la gestión de las políticas para el desarrollo. Las necesidades 

(insatisfechas o por satisfacer) son carencias de uno o más sectores sociales que pueden estar de-

mandadas o no demandadas. 
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Los problemas (irresueltos), en cambio, son impedimentos que los Estados nacionales, subnaciona-

les o municipales (a través sus gobierno y administraciones públicas) deben resolver para que los 

sectores sociales integrantes de una localidad o una región puedan satisfacer sus necesidades. 

Por ejemplo, si se considera el diseño a escala nacional de una política pública para el “desarrollo 

democrático”, de acuerdo con las dimensiones e indicadores propuestos por IDD-Lat, los problemas 

públicos a resolver para satisfacer la necesidad social de “bienestar” pueden ser: 

1)	 El aumento del desempleo urbano

2)	 El aumento de los hogares bajo la línea de pobreza

3)	 La disminución del desempeño en salud

4)	 La disminución del desempeño en educación

Los problemas a resolver para satisfacer la necesidad de “eficiencia económica” pueden ser:

1)	 La disminución del Índice de Libertad Económica

2)	 La disminución del PBI per cápita PPA (ajustado a la paridad del poder adquisitivo)

3)	 El aumento de la brecha del ingreso (relación entre el quintil menor y el mayor)

4)	 La disminución de la inversión (inversión bruta fija sobre PBI)

5)	 El aumento del endeudamiento (porcentaje de la deuda sobre el PBI)

Los problemas que impiden u obstaculizan la “calidad institucional y la eficiencia política” pueden ser:

1)	 El aumento del Índice de Percepción de la Corrupción

2)	 La disminución de la participación de los partidos políticos en el Poder Legislativo

3)	 La disminución de la accountability legal

4)	 La disminución de la accountability política

5)	 La disminución de la accountability social

Los problemas que impiden u obstaculizan el “respeto de los derechos políticos y las libertades civi-

les” pueden ser:

1)	 La disminución del voto de adhesión política

2)	 La disminución del Índice de Derechos Políticos

3)	 La disminución del Índice de Libertades Civiles

4)	 La disminución del género en el gobierno (en el Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial)

5)	 El aumento de la inseguridad (tasa de homicidios cada 100.000 habitantes)

Los Estados nacionales, subnacionales o municipales, a través de los planes (programas y proyectos) 

de sus gobiernos y, sobre esa base, de las actividades de sus administraciones públicas, deben resol-

ver los problemas públicos como medio para que los sectores de una localidad o una región puedan 

satisfacer sus necesidades. 

Los Estados deben resolverlos, pero no como fin sino como un medio. Desde nuestro punto de vista, 

imprecisa pero gráficamente se podría decir que los problemas deben ser resueltos por los gobier-

nos y las administraciones públicas, mientras que las necesidades deben ser satisfechas por los sec-

tores de una localidad o una región. 
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3.2. Sociedad local o regional, Estado y mercado

La localidad o la región deben ser las primeras finalidades del diseño y la gestión de políticas para el 

desarrollo local y regional. Pero además, deben ser las partícipes necesarias en esos procesos (tanto 

de diagnóstico y decisión como de dirección y difusión), de acuerdo con nuestro marco teórico. 

Los Estados (nacionales, subnacionales o municipales) no deben ser la finalidad de las políticas, por-

que tanto los gobiernos como las administraciones públicas son instrumentos de la localidad o la 

región con el fin de asegurar un “orden político” de convivencia. 

El mercado tampoco debe ser la finalidad de la políticas, porque es otro instrumento de la localidad 

o la región con el fin de asegurar un “orden económico” de convivencia. Desde ese punto de vista, 

vale destacar los principios y el modo de funcionamiento de la economía social de mercado  (Dic-

kertmann y Piel, 2008). 

Considerar los Estados nacionales, subnacionales o municipales o el mercado como las primeras fi-

nalidades de las políticas para el desarrollo local y regional es desvirtuar sus respectivas naturalezas. 

Constituyen “idolatrías” que hemos sufrido y que debemos erradicar (Graglia y Riorda, 2005) de la 

cultura (o incultura) política y económica. 

Las políticas para el desarrollo local y regional se deben orientar al bien común, la satisfacción social 

y la aprobación ciudadana, sabiendo que tanto los gobiernos y las administraciones públicas como 

las empresas privadas integran una misma localidad o una misma región junto con las organizacio-

nes civiles y los ciudadanos. 

Obviamente, hay planes (programas o proyectos) gubernamentales o actividades administrativas 

que se destinan predominantemente a gobiernos o a empresas, predominantemente. Por ejemplo, 

las políticas de reforma política o administrativa del Estado a escala nacional, subnacional o munici-

pal o de regulación o desregulación de mercados. 

Si los planes, programas o proyectos y las actividades estatales se orientan a la satisfacción de inte-

reses gubernamentales o administrativos, la localidad o la región se limitan al quehacer de los Esta-

dos nacionales, subnacionales o municipales, sin tiempo ni espacio para la iniciativa de los sectores 

privados. 

Asimismo, si los planes, programas o proyectos gubernamentales y las actividades administrativas se 

orientan a la satisfacción de demandas empresariales, la localidad o la región se limitan al mercado, 

sin  tiempo ni espacio para la responsabilidad del sector estatal.

Las relaciones entre la localidad o la región como primeras finalidades y partícipes necesarias en el 

diseño y la gestión de políticas para el desarrollo local y regional por una parte y, por la otra, los Es-

tados y el mercado como sus instrumentos de convivencia política y económica, deben soportarse 

en el principio de subsidiariedad. 

Según el humanismo cristiano, todas las sociedades de orden superior deben ponerse en una ac-

titud de ayuda (subsidium) respecto de las menores y, por lo tanto, de apoyo y promoción. De este 

modo, los cuerpos sociales intermedios pueden desarrollar adecuadamente las funciones que les 

competen (CDSI, 2005: 127). 
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De acuerdo con el principio de subsidiariedad, los Estados no deben intervenir cuando los actores 

privados y ciudadanos integrantes de las sociedades o los mercados (locales y/o regionales) puedan 

resolver los problemas o satisfacer las necesidades por sí mismos. Pero deben intervenir subsidiaria-

mente cuando aquellos no puedan hacerlo.

En particular, una de las aplicaciones de este principio de subsidiariedad en relación con la realidad 

estatal implica que los Estados nacionales no deben hacer lo que puedan hacer los subnacionales y, 

a su vez, que los Estados subnacionales no deben hacer lo que puedan hacer los municipales a los 

fines del desarrollo local y regional. 

3.3. La persona humana en la sociedad local o regional

Como claramente ha analizado la Conferencia Episcopal Argentina (2005), cuando el Estado acapara 

para sí todas las iniciativas, libertades y responsabilidades que son propias de las personas y de las 

comunidades menores de la sociedad, caemos en el estatismo y se abandona el principio de subsi-

diariedad por exceso.

Asimismo, cuando el Estado no protege al débil frente a los más fuertes o no brinda su ayuda eco-

nómica, institucional o legislativa a las entidades sociales más pequeñas, caemos en el liberalismo a 

ultranza y se abandona el principio de subsidiariedad, no por exceso sino “por defecto” (CEA, 2005). 

Ahora bien, la localidad o la región (no los Estados nacionales, subnacionales o  municipales ni el 

mercado) deben ser las “primeras” finalidades de las políticas para el desarrollo local y regional. Pero 

no las “últimas”. Desde el punto de vista del humanismo cristiano no caben dudas al respecto. 

La finalidad última de las políticas en general y, particularmente, de las políticas para el desarrollo 

local y regional, son las personas humanas, la gente, los vecinos de una localidad o una región, las 

personas de carne y hueso que habitan o cohabitan en un tiempo y un espacio definidos, preferen-

temente las personas con menos recursos. 

Como se ha dicho en el Documento Conclusivo de V Conferencia General del Episcopado Latinoame-

ricano y del Caribe (Aparecida, Brasil), preocuparse y, sobre todo, ocuparse por la dignidad humana 

requiere una opción preferencial por los pobres y excluidos. “Dentro de esta amplia preocupación 

por la dignidad humana, se sitúa nuestra angustia por los millones de latinoamericanos y latinoame-

ricanas que no pueden llevar una vida que responda a esa dignidad” (CELAM, 2007: 179). La opción 

preferencial por los pobres, sin embargo, no es exclusiva ni excluyente. 

Las políticas para el desarrollo local y regional se deben orientar al bien común de una localidad o 

una región, la satisfacción social y la aprobación ciudadana, por encima de los intereses político-par-

tidarios y de las demandas económico-sectoriales. Pero siempre a favor de las personas singulares 

que integran una localidad o una región. 

Nunca una necesidad local o regional insatisfecha ni un problema público irresuelto pueden explicar 

(ni mucho menos justificar) la violación de los derechos humanos (Steiner, 2010). El respeto por la 

dignidad humana es la base y el punto de partida del desarrollo local y regional.
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Conforme al Episcopado Argentino, de esa dignidad “brotan los derechos fundamentales e inaliena-

bles de todo ser humano, que no lo abandonan nunca, desde su concepción hasta su muerte natural. 

Y esto, no importa su condición: varón o mujer, rico o pobre, sabio o ignorante, inocente o reo, y 

cualquiera sea su color” (CEA, 2005: Nº 2). 

Esta dignidad “es la clave y el centro del misterio del hombre y de todo lo que lo atañe. Desde ella 

todo problema humano puede ser iluminado y hallar solución. Esta dignidad nos ilumina también 

para apreciar la grandeza sublime de la vida terrena y de los esfuerzos con que el hombre procura 

hacerla más plenamente humana” (CEA, 2005: Nº 2). 

A partir de la subordinación de los intereses gubernamentales y empresariales al bien común y la 

dignidad de la persona humana, se impone un “modelo relacional” (Graglia, 2004) tanto de análisis y 

diseño como de gestión y evaluación de políticas públicas en general y, particularmente, de políticas 

para el desarrollo local y regional.

Desde nuestro punto de vista, las políticas para el desarrollo local y regional se deben analizar, di-

señar, gestionar y evaluar a la luz del principio de subsidiariedad que oriente las relaciones entre la 

sociedad local o regional, los Estados (nacionales, subnacionales o municipales) y el mercado. 
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